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            El presente trabajo de grado surge como una investigación desde el campo de la 
psicología jurídica, con el fin de dar a conocer los objetivos y alcances de las casas refugio 
en cuatro países iberoamericanos (Colombia, Chile, México y España) para la protección de 
mujeres víctimas de violencia intrafamiliar. Esta investigación arrojó por medio de una 
revisión documental de las instituciones y leyes pertenecientes a cada país, el 
acompañamiento y asesoría a las víctimas de diferentes maneras en cada uno de éstos, por 
tanto, resultó necesario realizar un análisis comparativo de la información referida al 
abordaje de dicha problemática en cada uno de estos países, estableciendo cuál es el apoyo 
psicológico y social que ofrecen estos centros y cómo algunos de estos procesos pueden 
equipararse respecto a los procesos ejecutados por los otros países. Gracias al análisis 
comparado, fue posible evidenciar que en los cuatro países existe la misma atención 
integral, constituida en su mayoría por tres profesionales (psicólogos, trabajadores sociales 
y abogados). De la misma manera, fue posible determinar a Colombia como el único país 
en donde no se especifica cuál es el profesional que aborda las problemáticas psicosociales. 
Por otro lado, existe una problemática conjunta que resulta más preocupante; dificultades 
en la ejecución de las leyes para prevenir este tipo de violencia y la escasez de información, 
ya que existe un gran desconocimiento (de la población en general) de los procesos 
llevados en las casas refugio, lo cual desemboca en una prolongación de la violencia 
intrafamiliar.  
Palabras clave: psicología jurídica, políticas públicas, violencia intrafamiliar, casas 
refugio, instituciones, atención integral, objetivos y alcances.   
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Abstract  
The present undergraduate work arises as an investigation from the field of legal 
psychology, in order to make known the goals and achievements of the shelters in four 
Ibero-American countries (Colombia, Chile, Mexico and Spain) for the protection of 
women victims of domestic violence. This investigation yielded, through a documentary 
review of the institutions and laws belonging to each country, the accompaniment and 
advice to victims in different ways in each one of them, therefore, it was necessary to carry 
out a comparative analysis of the information regarding the approach of this problem in 
each of these countries, establishing what is the psychological and social support offered by 
these centers and how some of these processes can be compared with the processes carried 
out by the other countries. Thanks to the comparative analysis, was possible to show that in 
the four countries exist a attention complete, made up of four professionals (psychologists, 
social workers, doctors and lawyers). In the same way, it was possible to determine 
Colombia as the only country where the professional who addresses psychosocial problems 
is not specified. On the other hand, there is a joint problem that is more worrying; 
difficulties in the execution of laws to prevent this type of violence and the lack of 
information, since there is a great lack of knowledge (of the general population) of the 
processes carried out in refuge houses, leading to a prolongation of domestic violence. 
 
Keywords: legal psychology, public politics, domestic violence, shelters, institutions for 




 El presente trabajo de grado está pensado a partir del primer proceso de práctica 
realizado por las coautoras en la Comisaría de Familia Suba 4 de la ciudad de Bogotá D.C; 
espacio en el cual fue posible evidenciar la poca cuantía de mujeres decididas a acceder a la 
casa refugio como mecanismo de protección tras presentar casos de violencia intrafamiliar. 
A partir de la relación de la presente comisaría y los estudios realizados a nivel distrital en 
el 2017, fue posible evidenciar que, de 20.557 víctimas, únicamente 616 mujeres (lo que 
equivale al 3%) decidió acudir a este espacio (Concejo de Bogotá, 2019).  
En este orden de ideas, al observar el poco porcentaje de mujeres que ingresan a 
casas refugio surge la pregunta ¿Cuáles son los beneficios psicológicos y sociales de las 
casas refugio en Colombia para las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar en 
comparación con los sistemas de protección propios de España, México y Chile? 
Para dar respuesta a este interrogante, es necesario pensar desde el campo de acción 
desde el cual se está interrogando, pues una de las labores del psicólogo jurídico con las 
víctimas consiste en analizar las diferentes etapas del proceso realizado con las mismas, a 
fin de evaluar su impacto a nivel social, personal, familiar y laboral, para así facilitar la 
superación de los eventos ocurridos y trabajar en factores como: la autoestima, autonomía 
laboral y personal (Tapias, 2011). Esto permite dotar de sentido el proceso de investigación 
sobre las casas refugio y sus beneficios, en tanto el análisis y la interpretación de los 
eventos encaminan dicho proceso de resolución de conflictos a una garantía de “no 
repetición”, la cual satisfaga de manera directa las problemáticas de las víctimas y de 
manera indirecta a las presuntas víctimas; por medio de una mayor eficiencia en los 
procesos de aplicación. 
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     El proceder de la respuesta a la pregunta indicada parte desde la configuración 
conceptual de la población que utiliza el servicio de las casas refugio (en este caso las 
mujeres víctimas de violencia intrafamiliar) pues, para el abordaje de éstas, se parte de un 
consenso en los significados particulares de los términos que componen el sustantivo a 
analizar, por tal motivo, esta investigación primero dirige su atención a la definición de 
“violencia”, en tanto, de ésta es más fácil mostrar las categorías de: violencia intrafamiliar, 
violencia de género y finalizando con violencia contra la mujer. 
A partir de las definiciones propuestas es más entendible la contrastación de las 
leyes que regulan y previenen la violencia; dando a conocer las cifras de los últimos años 
de las agresiones hacia las mujeres, pero también haciendo hincapié en las medidas 
establecidas para las casas refugio o centros de protección en relación a salvaguardar la 
vida y el bienestar de las mujeres e hijos que vivieron o viven esa problemática. 
      Es por medio de una revisión documental de las políticas públicas y las casas refugio o 
centros de protección en los países de México, España, Chile y Colombia, como se 
realizará una comparación entre estos países y de esta manera determinar cuáles son los 
objetivos y alcances de estos centros, para de allí interpretar sus beneficios psicológicos y 
sociales respecto a la situación de las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar. 
Arrojando más que un compendio de cifras, cierta estimación sobre los factores benéficos 
en la cotidianidad del discurrir del proceso de las casas refugio en Colombia; mostrando 






     Durante el año 2018 se impusieron 25.636 denuncias por violencia intrafamiliar en las 
36 comisarías de familia de Bogotá, de las cuales 20.557 fueron medidas de protección a 
favor de la mujer (Concejo de Bogotá, 2019); a nivel nacional, el Instituto Nacional de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses, durante el mismo año detectó 28.645 casos de 
violencia intrafamiliar, dentro de los cuales (excluyendo las cifras de adulto mayor, 
niños/as y adolescentes) 5.519 son casos de agresión contra el hombre y 10.071 hacia la 
mujer; el rango en el que más prevalece este tipo de violencia es entre los 20 y 24 años de 
edad; además, se ratificó que la mujer es la principal víctima de violencia, y que a menor 
nivel de escolaridad incrementa el índice de violencia (Rodríguez y Jiménez, 2019).  
Ahora bien, a nivel mundial se ha identificado en cada país la existencia de 
diferencias en los factores causales de la violencia. No obstante, se reconoce que sus 
principales víctimas son las mujeres, niños/as y adultos mayores, prevaleciendo la violencia 
de carácter físico, psicológico y sexual (Organización Mundial de la Salud, Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo y Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 
Delito, 2016).  
Adicionalmente, el homicidio representa el acto violento más grave de violencia 
intrafamiliar, puesto que, según los registros a nivel global, en el 2017 de las 87.000 
mujeres que fueron maltratadas, el 58% fue asesinada por un miembro de su familia y un 
34% a manos de su pareja (United Nations Office on Drugs and Crime, 2018). 
Ante estas situaciones de violencia cada país ha promulgado leyes y mecanismos de 
protección; sin embargo, tal como lo indica la Organización Mundial de la Salud (OMS), el 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y la Oficina de las Naciones 
Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC; 2016), muchos de los servicios que han sido 
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propuestos no cuentan con la capacidad para atender a todas las víctimas recepcionadas por 
algún tipo de agresión, lo cual sucede principalmente porque gran parte de los programas 
desarrollados para prevenir y proteger cualquier tipo de violencia no están construidos con 
base en los datos indicados en el nivel de violencia dentro del país.  
Teniendo en cuenta lo mencionado anteriormente y puesto que a nivel distrital solo 
el 3% de las mujeres deciden ingresar a una casa refugio, surge una inquietud por los 
alcances de los centros de protección; sumado a esto, según un informe del Concejo de 
Bogotá (2018), la Secretaría de la Mujer manifiesta un estado permanente al límite de la 
capacidad; entonces, ¿qué sucedería si ingresaran más mujeres a las casas refugio?, 
considerando que estos espacios fueron creados para velar por la protección de la mujer y 
por ende, deberían contar con la facultad de albergar a más mujeres. 
Pese a que las estadísticas señalan una necesidad por implementar más espacios, 
esto no sería igual de eficiente sin antes analizar los procesos realizados allí, de esta manera 
es posible identificar si es una oferta institucional que requiere ciertos ajustes antes de 
sugerir una ampliación de su cobertura y se sigan presentando las mismas falencias; aún 
más, considerando el índice de mujeres que accede (el cual es mínimo), en contraste con el 
nivel de violencia presentada en el país y, que, existe una falencia en la articulación de las 
entidades que permiten y coordinan el ingreso de las féminas a las casas refugio, por lo cual 
muchos de los casos de mujeres que deciden ingresar quedan a la deriva.   
Lo anterior, teniendo en cuenta que el funcionamiento interno de las casas refugios 
está coordinado a nivel nación, pero las entidades distritales (la secretaría de la mujer y la 
secretaría de integración social, esta última encargada de manejar las comisarías de 
familia), también tienen un papel esencial en el proceso de ingreso a estos espacios; no 
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obstante, al no trabajar de forma articulada se generan obstáculos para el ingreso de las 
mujeres a estos espacios, o que incluso por ello no logran acceder; además, posiblemente 
este aspecto impide identificar los alcances y aspectos a mejorar de los mismos.  
No solamente se trata de la apertura de nuevos espacios, sino también el 
acompañamiento a partir de procedimientos efectivos y esto solo puede ser dado al 
reconocer los beneficios psicólogos y sociales, lo cual abre paso a la reconstrucción de los 
objetivos de la atención psicológica.  
Dicho esto, a partir de las consideraciones de ésta investigación no solo se espera 
cumplir con los objetivos de la misma, sino que se pretende que pueda beneficiar a las 
diversas entidades e instituciones que se enfocan en proteger a las mujeres, toda vez que se 
ofrece un análisis de los alcances de las medidas implementadas por las casas refugio, de tal 
manera que, incluso, pueden ser pertinentes al momento de realizar ajustes y garantizar 
procesos más eficaces y asertivos.  
Por otro lado, este trabajo de grado también aporta al campo de la psicología 
jurídica al fomentar el desarrollo de nuevos aprendizajes que permitan la discusión 
alrededor del fenómeno de violencia intrafamiliar contra la mujer. También, pudieran 
generar mesas de trabajo interdisciplinar en las que se discuta sobre nuevas estrategias de 
intervención pertinentes para los casos que se acogen en las casas refugio del Distrito 
capital.   
Finalmente, favorece a las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar porque 
permite recapitular sus vivencias y reconocerlas como actoras principales para abandonar el 
contexto de violencia, propiciando la apertura a una mejoría en la calidad de vida de la 
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mano de su núcleo familiar y social, al no permitir nuevamente agresiones hacia ella y/o sus 
hijos.  
Antecedentes teóricos  
Desde el momento en que se reconoció la violencia de la mujer como problema de 
salud publicó, en 1980 se creó la unidad de Salud de la Mujer de la OMS (WHD) para 
promover y coordinar actividades de salud y desarrollo de la mujer en todos los programas 
de la OMS, su objetivo principal era promover el desarrollo de programas en pro de la 
salud de la mujer e incentivar la igualdad y la equidad de género en sus servicios. Hoy en 
día, además de continuar con este fin, pretende también, implementar la perspectiva de 
género en los programas de salud, la investigación y las políticas y públicas, sin dejar de 
lado la importancia de sensibilizar en estos temas  (Organización Mundial de la Salud y 
Organización Panamericana de la Salud, 1998).   
 Adicionalmente, al catalogar la violencia contra la mujer en todas sus modalidades 
como una vulneración de sus derechos, diversas organizaciones internacionales (como la 
Organización de las Naciones Unidas), solicitan a cada país crear acciones para prevenir, 
proteger y sancionar la violencia contra la mujer, por lo cual, es desde la intención de 
mitigar la violencia contra la mujer que surgen las casas refugio como un mecanismo de 
protección. 
Cuando las coautoras del presente texto realizaron su primera fase de práctica, 
observaron el proceso que se lleva a cabo dentro de la Comisaría de familia  suba 4 cuando 
una mujer acude por ser víctima de violencia intrafamiliar, en éste, la información brindada 
sobre casa refugio es poco clara; pues, solamente se les menciona que estarán allí de 3 a 4 
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meses y durante su instancia no pueden continuar con sus empleos, de la misma manera, 
sus hijos no pueden continuar sus estudios. Al explicar estas medidas, muchas deciden no 
acceder, por lo cual dejan constancia de su decisión y el porqué de la misma. Si, por el 
contrario, las mujeres deciden ir a las casas refugio, en ocasiones deben ir con un familiar 
mientras se genera un “cupo” y pueden ingresar.  
 A partir de ello, un reporte de la Comisaría de Familia Suba 4 indicó que en el 2019 
por mes se otorgaron aproximadamente treinta medidas de protección y solo tres mujeres 
decidieron acceder; para el presente año de cuarenta y cinco medidas de protección 
otorgadas alrededor de cuatro mujeres decidieron acceder, sin embargo, se debía tener en 
cuenta si cumplían o no con los requisitos para entrar.  
Se realiza una búsqueda de investigaciones donde se evidencie el proceso que se 
lleva a cabo con las mujeres en estos sitios en Colombia y México, en contraste en España 
y Chile se evidencia la dificultad o inconvenientes que se presentan en estos sitios a la hora 
de acoger a las víctimas.  
En un estudio de caso realizado en la ciudad de Medellín por Peñaranda, Romero y 
Armbrister (2014), se tomó una muestra de 16 mujeres cuyo promedio de edad era de 24 
años, la muestra se dividió en dos, el 50% de las mujeres se iban a centros de acogida y las 
demás tenían un acompañamiento por medio de una modalidad ambulatoria. Las autoras 
mencionan que a lo largo del proceso las mujeres que estaban en los centros de acogida 
decidieron quitar las denuncias o no continuaban con el proceso; 6 meses después del 
tratamiento, de las ocho mujeres asistentes, solo 1 de ellas convive con el agresor, y 3 de las 
mujeres tratadas con modalidad ambulatoria conviven con su agresor.  
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En México, a partir de un trabajo de campo, se realizó entrevistas a 11 mujeres que 
vivían en refugios, su rango de edad era entre 21 y 40 años, de ellas, dos estaban por 
cumplir tres meses de estancia y las demás llevaban entre 20 días y dos meses; todas ellas 
habían sido víctima de violencia psicológica y física por parte de su pareja. La mayoría de 
mujeres expresó que, gracias al proceso realizado en el refugio, mejoró su autoestima, 
reconocieron el ciclo de violencia, encontraron nuevas redes de apoyo y herramientas para 
construir un nuevo proyecto de vida; no obstante, muchas manifestaron un temor a lo que 
sucedería cuando salieran de allí. 
Además, dentro del mismo estudio se encontró que, para la mayoría de las mujeres 
no es fácil acceder a estos espacios, pues, su existencia no se difunde, hay normas para 
poder ingresar, dificultades para asignar cupos y, temor por parte de las mujeres de poner 
en peligro su vida y la de sus hijos al ingresar (Buendía, 2018).  
En Chile, un informe realizado en el año 2018, evidenció dos grandes limitaciones 
para las mujeres que querían acceder a una casa de acogida cuando han sido víctimas de 
violencia intrafamiliar; en primera instancia, la dificultad de otorgar un cupo a todas las 
personas que requerían ingresar y en segunda instancia, cada casa de acogida con el fin de 
controlar el número de personas que residían, estimaba que cada mujer podía ingresar con 
dos hijos o hijas, y aunque esto no implicaba que en el caso de que una mujer tuviera más 
hijos sería descartada para poder ingresar, sí generaba problemas de organización interna y 
traslado de las mujeres juntos con sus hijos; por lo cual muchas de ellas decidían desistir 
del proceso y no ingresar a una casa refugio (Centro de Derechos Humanos, 2018). 
Un estudio realizado en España por Fernández, Orue y Calvete (2016), tuvo como 
objetivo principal describir las características sociodemográficas y del maltrato sufrido por 
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las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar, el cual arrojó que la mayoría de mujeres que 
ingresan son extranjeras, además, gran parte las usuarias tenían problemas económicos y el 
tipo maltrato más ejercido contra las mujeres fue de carácter físico y psicológico.  
Adicionalmente, se evidenció la necesidad de desarrollar intervenciones que 
tuvieran en cuenta el tipo de violencia vivida por la mujer con el fin de brindar una atención 
acorde a las necesidades de la usuaria y, así mismo, que se enfocarán en la 
polivictimización que han sufrido. También, se consideró la necesidad de desarrollar 
intervenciones dirigidas a prevenir la revictimización de las féminas una vez terminan su 
proceso en la casa de acogida.  
Violencia 
Entrar a hablar sobre la violencia implica una tarea compleja, pues, el transcurrir del 
tiempo hace que del contexto y la historia emerjan nuevos elementos, los cuales logran 
complementar el sentido de la palabra; de ahí la multiplicidad de interpretaciones, sentidos 
y sobretodo significados. De esta complejidad surge la preocupación por realizar una 
revisión documental, en la cual se recogen diferentes definiciones a fin de comprender el 
sentido de la violencia. 
       De esta manera, se hace necesario el abordaje de la génesis del concepto violencia por 
medio de la etimología, pues da curso a las posteriores implicaciones de ella. En este 
sentido, en su diccionario en alemán sobre las etimologías latinas Alois Walde (1954), 
encuentra que la procedencia de la palabra violencia está en la palabra del griego épico βία, 
esta puede ser traducida como fuerza; tanto una fuerza bruta o exceso de fuerza, de esta 
traducción emerge la connotación de violencia; asimismo, se relaciona con el termino 
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griego ἴς, lo que traduce: fuerza o poder y la cognación de este término con el latín es vis; 
raíz latina para la palabra violencia. Por último se enlaza el término griego ἴφιος que 
significa “por la fuerza” proveniente del  proto-indoeuropeo weyh. 
     Por otro lado, para Platt (1992) la violencia hace referencia al uso de la fuerza física para 
causar daño; mientras que Roldan (1993) asume la procedencia del latín violo, en el cual su 
definición es entendida como atentar o violar. Por su parte Corominas (1987), afirma algo 
similar mostrando que el término violento proviene de violentia y refiere violación o 
violador. Tanto Platt, Roldan, Coromidas y Walde comprenden el término vis como fuerza, 
por tanto, es posible asumir la implicación de la fuerza y el poder ejercido de una manera 
desproporcionada, una relación con un violar o perturbar otro, esta comprensión dota de 
sentido el concepto de violencia, pues se muestra como un exceso de fuerza ejercido hacia 
otro, el cual le perturba o irrumpe. 
  Lo anterior, coincide en parte con lo expuesto por la Organización Mundial de la 
Salud (OMS) al señalar violencia como:  
El uso intencional de la fuerza física, amenazas contra uno mismo, otra persona, un 
grupo o una comunidad que tiene como consecuencia o es muy probable que tenga 
como consecuencia un traumatismo, daños psicológicos, problemas de desarrollo o 
la muerte. (Consultado el 24 de marzo de 2020).  
En este mismo orden ideas, Molas (2000), percibe la violencia como la fusión de 
relaciones de fuerza que se juegan en la superioridad de una parte y el sometimiento de la 
otra y, puede ser visualizada en cualquier momento de la historia. Completando esta 
definición, Aguilera, Pérez y Ortiz (2008) comprenden que ‘‘la violencia implica siempre el 
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uso de la fuerza para producir un daño. Es una forma de ejercicio del poder mediante el 
empleo de la fuerza (ya sea física, psicológica, económica, política...)”. (p. 21) Esto puede 
llegar al consenso donde se entiende la fuerza como la partícula fundamental en la 
definición de la violencia, es decir que hablar de violencia es mencionar un uso de la fuerza 
con la intención de hacer daño.  
 Un nuevo elemento se vislumbra de forma complementaria, en la significación de 
violencia dada por Domenach (1981), pues indica que la violencia contiene tres aspectos, el 
primero enmarcado en la violencia psicológica, cuya violencia es una explosión de fuerza 
insensata y mortífera, seguida por la violencia moral siendo el ataque a los bienes y la 
libertad de otros, por último, la violencia política como medio para emplear la fuerza para 
la conquista del poder dirigido a fines ilícitos. Esta significación de la violencia es 
elemental porque no se reduce a un carácter enteramente físico, sino se puede actuar 
violentamente por medio de una coacción de orden psicológico y moral, sin utilizar 
necesariamente el uso excesivo de la fuerza física. 
En el mismo sentido, Chesnais (1992), califica la violencia en tres tipos; la primera, 
violencia física y para el autor la más grave debido a que puede causar la muerte del ser 
humano, siendo así, es atentar directa y físicamente contra la persona, cuya vida, salud, 
integridad física o libertad individual corren peligro; el segundo tipo de violencia es la  
económica, que es el atentado a bienes, en su creciente e infinita pluralidad; por último, está 
la violencia moral o simbólica como “el abuso del lenguaje, propio de ciertos intelectuales 
occidentales, que viven demasiado confortablemente como para conocer el oscuro mundo 
de la miseria y el crimen” (p.205). En este sentido, existe una ampliación en el 
entendimiento del ejercicio de la violencia, pues, tiene en cuenta todo tipo de coacción 
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hacia un individuo, lo cual explica la existencia de una violencia económica. La ampliación 
de los límites de la violencia a un aspecto económico es capital, en el sentido que muestra 
una posibilidad de la masificación de la violencia, tal como el embargo de un estado a otro.   
De forma similar, la violencia simbólica, es definida por Abramovay (2016), como 
todo acto abusivo a partir del lenguaje o del poder de los sistemas de autoridad; quien 
también, hace mención a la existencia de la violencia institucional, dado que muchas de las 
prácticas empresariales promueven la discriminación, trabajo excesivo o, mobbing laboral. 
Este entendimiento de la violencia, solamente es posible gracias a la postulación de una 
manera de corte psicológico y económico, pues son tipos de fuerza en virtud de generar un 
malestar, lo cual es entendido de mejor manera entre la relación fuerza-poder y relación -
capacidad. 
  Con esto se puede concluir que el entendimiento sobre la violencia puede variar 
dependiendo la temporalidad, es decir la combinación entre el tiempo y el espacio desde 
donde se enuncia el término y en posteriores análisis desde donde se quiera comprender, 
por tanto, hablar de violencia en la actualidad, es hablar de las transformaciones históricas 
de la civilización, de luchas emprendidas por reconocimiento y de compendios sobre 
injusticias impartidas de los unos frente a los otros. Por esta razón, la definición más 
consolidada en la actualidad es dada por la OMS, donde se tiene en cuenta no solamente el 
ámbito de la transformación histórica, sino también una redención de los oprimidos. 
Es por la transformación histórica y teniendo en cuenta lo estipulado en la 
actualidad por la OMS (2002), que no se puede hablar solamente de un tipo de violencia, 
sino de diferentes tipos, entre ellas se encuentran: la violencia colectiva o auto-infligida, el 
suicidio y violencia interpersonal. Para el correspondiente trabajo es necesario enfocarse en 
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tres tipos de violencia, iniciando por el entendimiento de la violencia intrafamiliar, seguido 
de violencia de género y finalizando con violencia contra la mujer. 
Violencia intrafamiliar 
       Para entrar más a fondo con el abordaje de los tipos de violencia que se van a 
manejar a lo largo del texto es importante diferenciar el concepto de cada uno. De esta 
manera, es preciso continuar con el significado de violencia intrafamiliar o violencia 
doméstica, Becerra considera la violencia intrafamiliar o como: 
Un acto intencional que tiene lugar en el contexto de las relaciones interpersonales, 
ocasiona daño físico, psicológico, moral y espiritual, tanto a víctimas como a 
victimarios, y vulnera los derechos individuales de los integrantes del núcleo 
familiar (sobre todo, niños, adolescentes, mujeres y ancianos). (Becerra, 2013, p. 2) 
 Adicionalmente, Quintero, Ibagon y Álvarez (2017), mencionan que la violencia 
intrafamiliar incluye agresiones físicas, sexuales o psicológicas dentro de una relación 
íntima, la cual se puede dar en relaciones tanto heterosexuales como homosexuales, así 
como incluir a otros miembros de la familia como hijos o compañeros de vivienda.  
     Para The Organization of American States and Council of Europe (2014), la violencia 
doméstica comprende todos los actos de violencia física, sexual, psicológica o económica 
que ocurran dentro de la unidad familiar o doméstica, entre cónyuges, parejas o exparejas. 
Esto teniendo en cuenta el uso compartido del mismo sitio de residencia.  
De la misma manera, Rodríguez (2018), señala por violencia intrafamiliar todos los 
actos y omisiones causantes de daño a un miembro de la unidad familiar, ya sea físico, 
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psicológico o de naturaleza sexual, también situaciones como los actos negligentes o el 
abandono, así como cualquier tipo de desatención que conlleve consecuencias negativas. 
      Aguilera, Pérez y Ortiz (2008), definen la violencia intrafamiliar como todas las 
maneras de abuso entre los miembros de una familia. Por relación de abuso se entiende la 
interacción de poder, la cual genera daño físico o psicológico a otro miembro de la familia, 
esta violencia debe ser periódica y crónica. En contraste, el Congreso de los Diputados 
(2002), indica que la violencia intrafamiliar o violencia doméstica, es fruto de una sociedad 
patriarcal donde se normalizan las relaciones desiguales entre hombres y mujeres, 
implicando que al mantener este orden social es la fémina la principal receptora de 
agresiones dentro del hogar.  
            Teniendo claro que la violencia intrafamiliar se da dentro del núcleo familiar hacia 
cualquier miembro de la familia, es importante diferenciar la violencia de género de la 
violencia contra la mujer, aunque en muchas búsquedas este no tenga distinción. 
Violencia de género 
En la actualidad, la violencia de género ha sido comprendida equívocamente como 
la violencia dirigida al sexo femenino; pues tal como lo menciona Bonifaz (2018) la 
violencia contra la mujer no es un sinónimo de la violencia de género, sino que, hace parte 
de ella. También, el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses (2011) 
refiere como género aquellas características que demarcan las diferencias sociales del sexo 
femenino y masculino, las cuales han sido aprendidas culturalmente. A su vez, define 
violencia de género como todo comportamiento dirigido contra una persona por razón de su 
género y perjudicial para el bienestar personal; pero, con base en los registros existentes 
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dentro de la institución se observa que los casos de violencia se presentan más en las 
féminas, además de ser los hombres sus principales agresores, por tanto, se asume la 
violencia de género como violencia hacia el sexo femenino. 
Por su parte, el Ministerio de Salud (consultado el 24 de marzo de 2020) entiende la 
violencia de género como:  
Cualquier acción o conducta que se desarrolle a partir de las relaciones de poder 
asimétricas basadas en el género, que sobrevaloran lo relacionado con lo masculino 
y subvaloran lo relacionado con lo femenino. Son un problema de salud pública por 
las graves afectaciones físicas, mentales y emocionales que sufren las víctimas; por 
la gravedad y magnitud con la que se presentan y porque se pueden prevenir. 
Además, revisando la definición de la Real Academia Española (2020), se encuentra 
que la violencia de género es un acto delictivo, este está compuesto por amenazas o 
coacciones contra la integridad y moralidad de una mujer, además de ser una 
“manifestación de la discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder 
de los hombres sobre las mujeres”. 
Violencia contra la mujer 
La Organización de las Naciones Unidas (1993), señala que la violencia contra la 
mujer se caracteriza por las amenazas y/o coacción de la libertar, tanto en el ámbito público 
o privado, las cuales pueden ocasionar daño físico, psicológico y sexual (Organización de 
las Naciones Unidas, 1993). Por su parte, (Márquez, 2019) comprende este tipo de 
violencia como todo acto que vulnera los derechos humanos del sexo femenino y, La 
Organización Mundial de la Salud (consultado el 24 de marzo de 2020) especifica que la 
violencia contra la mujer es:  
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Todo acto de violencia de género que resulte, o pueda tener como resultado un daño 
físico, sexual o psicológico para la mujer, inclusive las amenazas de tales actos, la 
coacción o la privación arbitraria de libertad, tanto si se producen en la vida pública 
como en la privada. 
En México la Ley General de Acceso de Las Mujeres de a una Vida Libre de 
Violencias publicada en el año 2007 refiere la violencia contra la mujer como “Cualquier 
acción u omisión, basada en su género, que les cause daño o sufrimiento psicológico, físico, 
patrimonial, económico, sexual o la muerte tanto en el ámbito privado como en el público” 
(Cámara de diputados del honorable congreso de la unión, 2007, p.2). A su vez, señala la 
violencia psicológica, sexual, patrimonial, física y económica, como las principales 
modalidades de abuso. De la misma manera, se considera en relación a la violencia:   
En Colombia con la ley 1257 de 2008 se adjudica que la violencia contra la mujer 
es:   
cualquier acción u omisión que le cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual, 
psicológico, económico o patrimonial por su condición de mujer, así como las 
amenazas de tales actos, la coacción o privación arbitraria de la libertad, bien sea 
que se presente en el ámbito público o en el privado. (Congreso de la República, 
2008, p. 1) 
       The Organization of American States and Council of Europe (2014) define la violencia 
contra la mujer como: la violación a los derechos humanos y una forma de discriminación 
contra ellas, también cualquier acto de violencia de género que puedan resultar en daño o 
sufrimiento físico, sexual, psicológico o económico hacia las mujeres incluyendo 
amenazas, coerción privación arbitraria de la libertad en la vida pública o privada. (p.64)  
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Teniendo como referencia algunas definiciones de lo que se entiende por violencia 
intrafamiliar, violencia de género y violencia contra la mujer, es apto profundizar en las 
características de la violencia doméstica; algo concurrente en este tipo violencia es la 
naturalización del maltrato dentro del hogar, por ende muchos de los núcleos familiares con 
interacción violenta cuenta con una familia de cualidades originariamente violentas, es 
decir, en esta circunstancia el aprendizaje social y las pautas de crianza influyen en el 
comportamiento violento.  
En relación con lo anterior para García y Guerrero (2016), si bien diversos estudios 
han encontrado que la exposición a eventos violentos dentro del ámbito familiar en la 
infancia es un factor de riesgo en el aprendizaje por imitación de conductas violentas, esto 
no es determinante en la reproducción de estas dinámicas, pues, las personas que estuvieron 
expuestas a maltrato durante su infancia, pueden realizar procesos de autoreflexión o apoyo 
terapéutico para resignificar estas experiencias y no reproducirlas. Adicionalmente, debido 
a que las dinámicas familiares son cambiantes y se han distribuido sus roles de forma 
diferente, se ha obstaculizado en cierta medida la reproducción y aprendizaje de estas 
conductas.  
De forma similar, en un estudio realizado por Martínez, Ochoa y Viveros (2016), 
observaron que este tipo de violencia además de tender a ser un ciclo reproducido por lo 
que cada miembro vivió en su familia de origen, dentro del entorno familiar se justificaban 
las acciones violentas debido a los roles de autoridad, normas y funciones de cada miembro 
del hogar, dentro lo que aún predomina la figura del hombre como un ente de autoridad y, 
el miedo al señalamiento social como un impedimento para denunciar al agresor o agresora.  
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De los hallazgos realizados por los autores mencionados en el párrafo anterior, 
parece relevante señalar que, los hombres invitados a participar no lo hicieron, pues, según 
ellos esto no solo afectaría su rol masculino en la sociedad, también podrían ser señalados 
como víctimas de violencia; esto afectaría también su status social. Por otro lado, las 
mujeres aceptaron y normalizaron las acciones violentas de sus esposos como un acto de 
merecimiento, lo cual según los autores corroboró que las mujeres son las principales 
afectadas por este tipo de violencia debido a las relaciones de poder y sometimiento 
(Martínez et al., 2016).  
Por otra parte, Walker, 1979 (citada por Raich, Gutierrez, Esparza, 2013) identificó 
una teoría dentro de la violencia intrafamiliar, esta teoría describe el ciclo de violencia y el 
por qué muchas mujeres quedan atrapadas, dicho esto, el ciclo de violencia este compuesto 
por las siguientes fases:  
Fase 1. Acumulación de tensiones: en esta primera fase la ocurrencia de violencia es 
leve, según la autora se presentan golpes, gritos o empujones, lo que genera una tensión 
gradual entre la pareja, creando en la mujer temores o inseguridades, ella tiende a justificar 
las actitudes de su pareja y se comporta de manera sumisa, acá la mujer percibe su poco 
control.  
  Fase 2. Explosión o agresión: en esta fase las tensiones existentes de la fase 
anterior se descargan de manera explosiva, es decir, se manifiesta por medio de la violencia 
física, psicológica y sexual; esto acaece con un alto nivel de destructividad, pues, el hombre 
pierde el control y golpea de manera frenética pretendiendo darle una lección a la mujer, sin 
intención alguna de dañarla gravemente, se detiene cuando piensa que se aprendió la 
lección. Por otro lado, ella experimenta incertidumbre e incredulidad ante lo sucedido, esta 
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fase es de corta duración, pero, genera en la mujer mayores prejuicios y deja pasar varios 
días antes de buscar ayuda.  
Fase 3.  Reconciliación o luna de miel: después del episodio explosivo de violencia, 
hay un periodo de calma, donde el hombre se muestra arrepentido, detallista y amable, pide 
perdón y promete no agredir de nuevo, siente ser capaz de tener el control debido a que ya 
fue muy lejos. Ella aprende a no repetir los comportamientos generadores de las agresiones, 
es en este momento cuando la mujer cree en las promesas de su pareja, asume que los 
detonantes de las agresiones son por factores externos como el alcoholismo; que lo 
despidieron del trabajo u otros problemas. 
     Los autores refieren sobre ese tipo de ambivalencia afectiva formada de las golpizas y, 
posteriormente una actitud cariñosa, produce que la mujer se confunda y distorsione la 
realidad, le impide tomar decisiones y no es capaz de alejarse de su agresor, ni tampoco 
tener voluntad de buscar ayuda. Si bien, la última fase es mucho más corta o puede 
desaparecer con el tiempo reduciendo los periodos de agresión, puede nuevamente iniciar el 
ciclo de manera más salvaje.  
     Como se mencionó anteriormente, la violencia es temporal y cambiante, es así como se 
indaga sobre la existencia de otro ciclo de violencia, aún más, teniendo en cuenta la 
investigación realizada en la ciudad de Bogotá por Prieto, (Citado por Cuervo y Martínez 
2013), en él se determinaron muchos aspectos del modelo propuesto por Walker, estos no 
concuerdan con el ciclo de violencia observado en las parejas que formaron parte del 
estudio y, por ende, este ciclo no se adapta por completo al contexto Colombiano.  
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 De acuerdo con esto, Cuervo y Martínez (2013), realizan una investigación cualitativa con 
5 mujeres elegidas al azar que hayan experimentado violencia por parte de su pareja y de 
las narrativas de las participantes se identifica la similitud de las mismas con el Ciclo de 
violencia MCP, creado por Cuervo, este ciclo de violencia se divide en: 
Primera Fase. Compuesta por Violencia Psicológica, Verbal y Económica. 
Subcategorías. 
● Incertidumbre: su agresor amenaza de forma directa o indirecta con echar, 
abandonar, dejar o marcharse, creando pensamientos iterativos de la víctima en 
torno al temor del rompimiento de la relación afectiva, generando incertidumbre, 
debido al desconocimiento de ella sobre lo que puede suceder con la relación 
afectiva. 
● Detonante: el victimario por medio de palabras, actos y conductas aumenta la 
incertidumbre de la mujer, estos actos son argumentados para provocar violencia, 
generalmente son falsos e irreales y justificadas por parte del victimario y dará lugar 
a agresiones en contra de la pareja. 
● Actos de Tensión: se precede a la violencia física, genera dolor emocional, el 
hombre lo realiza debido al conocimiento previo que tiene de su pareja. 
 
Segunda fase. Violencia física o Sexual 
      Subcategorías 
●  Violencia: es el comportamiento directo que el agresor tiene en contra de su pareja, 
es el detonante mencionado en la primera fase, este se da desde empujones, 
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cachetadas, puños, patadas, halar el cabello, mordiscos y demás, provocando dolor 
físico impartiendo una lección para que no se repita. 
●   Defensa-autopercepción: la víctima responde a las agresiones mediante algunas 
modalidades de violencia, aunque no siempre es así, lo hace para defenderse de su 
agresor. 
 Tercera fase. Reconciliación: promesas por parte del agresor y esperanza de cambios 
por parte de la víctima. 
     Subcategorías. 
●   Reconciliación: los cambios que promete hacer el victimario no los cumple, no 
logra generar cambios en la conducta, por ello el acto violento es repetitivo u 
ocasiona un nuevo detonante. 
●  Justificación: después de la reconciliación, la mujer cree que su pareja puede 
cambiar su comportamiento, pues, ha actuado de manera adecuada, asume haber 
aprendido la lección, pasando por alto la violencia ejercida, así, en ocasiones divide 
la carga de culpabilidad y asume totalmente la responsabilidad por lo sucedido. 
●  Aceptación: la víctima se acostumbra a los episodios violentos y lo percibe como 
una resolución de conflictos, haciéndola parte de las características de su familia. 
●  Dependencia: la mujer no permite la finalización de la relación afectiva, por ello 
acepta la violencia y la repetición dada en sus distintas modalidades, debido a que 
actúa bajo la pretensión de mantener la relación sin importar el costo de ello. 
● Rompimiento del ciclo: se da cuando el imaginario de la mujer cambia, a saber, se 
da cuenta de la imposibilidad de su agresor de cambiar sus comportamientos, se 
hace consciente de que su relación no permanecerá así por el resto de la vida, es ahí 
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donde se rompe el ciclo y se acaba la relación; sin embargo, hay factores externos 
que justifican mantener la relación.  
Si bien ambas teorías son explicadas de forma muy similar, en el segundo ciclo de 
violencia queda latente la posibilidad de romper y acabar con las agresiones, siendo la 
mujer quien es consciente de los actos efectuados por su pareja; además, se puede 
evidenciar un avance en el tiempo de cómo se entiende y percibe la violencia intrafamiliar 
y cómo las mujeres actúan frente a ella.  
Al revisar las definiciones de violencia, sus subtipos, las características de la misma 
y el ciclo de violencia, se procede a realizar una revisión de las cifras de la violencia contra 
la mujer en Colombia, México Chile y España. La preocupación por realizar un compendio 
de una manera más amplia sobre las cifras, el por qué estos tipos de violencia se muestran 
como un problema, también, más adelante se expondrá la manera en la cual el Estado actúa 
frente a estos. 
Dicho esto, a lo largo de la historia colombiana se ha venido evidenciando la 
violencia doméstica como una vulneración a la mujer con un alto porcentaje, así a 
mediados de 1990 las encuestas nacionales de demografía y salud evidenciaron que un 
18.8% de las mujeres manifestaron situaciones de agresiones físicas por parte de sus 
esposos o compañeros, asimismo en el 2010 la violencia por parte de sus compañeros 
alcanzó un 37%. (Gómez, Murad y Calderón, 2013). 
 Pineda y Otero (2004), encontraron que durante ese año y la última década varias 
mujeres dentro de una relación conyugal manifestaron haber sufrido algún tipo de 
violencia, donde un 33% o 37% de las mujeres fueron víctimas de violencia verbal y entre 
un 19.3% y 39.5% sufrió de violencia física.  
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Arce-Rodríguez (2006), refiere que la cifra de violencia doméstica en contra de la 
mujer era de 21.5%; para el año 2006, el 34% de las mujeres había sufrido de violencia a 
manos de su pareja alguna vez en su vida, mientras, en el ámbito urbano más de medio 
millón de mujeres fueron amenazadas de muerte por parte de su pareja.  
Además, Diana Rodríguez Uribe, delegada de los Derechos de las Mujeres en la 
defensoría del pueblo, desde el 1 de enero hasta el 31 de octubre de 2018 dio a conocer 
estadísticas de la violencia de género, enmarcando un total de 1.099 casos por violencia 
psicológica y 824 casos de violencia física (Defensoría del Pueblo, 2018). 
De forma similar, La oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 
(UNODC, 2019), realizó un folleto donde se reportaron en el 2018 un 53% de mujeres 
asesinadas por su pareja o expareja. Así mismo, citó a la Organización Mundial de la Salud 
y aludió que un 35% de las mujeres sufre o sufrió violencia física o sexual por parte de su 
ex compañero o compañero.  
Por otra parte, el Instituto Nacional de Estadística de España (INE, 2019) realizó un 
análisis de los casos denunciados por mujeres y hombres víctimas de violencia doméstica o 
de género, para este año habían 38.895 casos de violencia de género y/o doméstica, siendo 
35.969 casos denunciados por parte de mujeres; asimismo, el INE cuenta con una 
estadística desde el 2014 y la cifra de mujeres violentadas anualmente en España, donde 
para el 2014 se reportaron 4.381 casos de violencia doméstica, para el 2015 la cifra 
aumentó, quedando 4.552 casos reportados, para el siguiente año se contó con 4.289 casos 
de mujeres víctimas de violencia doméstica, para el 2017 eran 4.313 casos y, finalmente, en 
el 2018 aumentó nuevamente la cifra con 4.596 casos reportados y denunciados de mujeres 
que son víctimas.  
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  Por su parte, la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género (2015), 
realizó una macroencuesta de violencia contra la mujer con el fin de conocer el porcentaje 
de mujeres residentes en España que han sufrido violencia por el hecho de ser mujeres. La 
macroencuesta evidenció (hasta este año) que un porcentaje del 10.3% de las mujeres han 
sufrido de violencia física por parte de su compañero o excompañero. 
          En este mismo orden de ideas, en México la institución encargada de la recolección 
de estadísticas es el (INEGI) Instituto Nacional de Estadística y Geografía, quien para el 
año 2016 desarrolló la encuesta ENDIREH; dentro de la cual reveló que el 69.1% de 
mujeres casadas o unidas con su compañero son víctimas de violencia; evidenciando la 
violencia física con un 24.1%, la violencia psicológica con un 52.7% y, en un pico más 
alto, está la violencia emocional con el 63.1%. Asimismo, una de cada cuatro mujeres 
busca ayuda, es decir, un 25.7%, según informes de Beltrán y Medrano (2016). 
Finalmente, en Chile durante el año 2006 y 2015, se presentaron respectivamente 
102.309 y 130.634 denuncias por violencia intrafamiliar, de las cuales alrededor del 80% 
eran agresiones contra la mujer, de forma más específica en el año 2015, las denuncias por 
parte de la mujer fueron 102.593 y el tipo de agresión más constante eran las lesiones 
físicas con un 47.43% (Fundación Instituto de la Mujer, 2016).  Posteriormente, en el 2018 
de una encuesta realizada a 6.824 mujeres entre 15 y 65 años, un 38% era o había sido 
víctima de violencia intrafamiliar; los motivos por el que una mujer no denunciaba fueron: 
para un 44% porque no lo consideraba importante, el 32% porque las cosas habían 
mejorado y el 1% por miedo a denunciar (Subsecretaría de Prevención del Delito, 2018).  
Ahora bien, para la protección y acompañamiento a las víctimas en cada país por 
medio de las políticas públicas se crean centros de protección para mujeres víctimas de 
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violencia de género o violencia intrafamiliar, es así menester exponer la funcionalidad de 
los centros de acogida para comprender los alcances que estos ofrecen.  
 Sistemas de protección para las mujeres en Colombia, España, México 
y Chile.              
Antes de abordar los sistemas de protección de los cuatro países que son parte del 
presente trabajo de grado, se identificó que históricamente el primer centro de acogida para 
las mujeres víctimas de todo tipo de violencia se creó en 1971 a partir del movimiento de 
mujeres en Hounslow, Gran Bretaña; el cual dirigía su atención hacía las féminas y sus 
hijos o hijas, las lesiones físicas y emocionales de la violencia, las dificultades para salir del 
ciclo de maltrato y ofrecían servicios sociales, jurídicos y médicos, además de,  refugio 
extra oficial para mujeres víctimas de violencia doméstica. Posteriormente, en 1974 surgió 
The National Women's Aid Federation (conocida actualmente como Women's Aid) 
conformada por Inglaterra, Gales y Escocia, con el fin de desarrollar refugios y atención 
especializada para mujeres que huían de violencia doméstica (ONU Mujeres, 2012).   
Para 1978 ya se habían desarrollado estos servicios en Europa occidental, América 
del Norte y Australia, dentro de lo que cabe mencionar que en Estados Unidos se presentó 
inequidad en estos espacios debido a cuestiones de diversidad étnica y de clase social. 
 Por ende, a partir de ese momento se fue reconociendo tanto la necesidad de crear 
espacios para atender a mujeres maltratadas y que, la violencia contra ellas es un acto que 
transgrede sus derechos humanos (ONU Mujeres, 2012). Sin embargo, a pesar de que han 
existido avances en el reconocimiento de la violencia contra la mujer y sus implicaciones, 
según la ONU Mujeres (2012), existen falencias en la cobertura que ofrece cada país para 
brindar un refugio a cada mujer que lo que requiere y por ello sugiere el desarrollo de redes 
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nacionales e internacionales para fortalecer su labor en pro de garantizar un espacio seguro 
para ellas. Teniendo en cuenta esto, a continuación, se describen los servicios que brindan 
las casas refugio y centros de acogida en Colombia, México, Chile y España.   
Casas refugio en Colombia. Las casas refugio o albergues temporales en Colombia, 
son un espacio en el que se brinda, alimentación, hospedaje, transporte y atención 
psicosocial, tanto a las mujeres víctimas de violencia y bajo una situación de riesgo; como a 
sus hijos/as en caso de tenerlos. Por lo cual, en el año 2016 según el periódico El Tiempo 
(2016), había 4 casas refugios en Bogotá y 1 en Cali; específicamente, contaban con una 
disponibilidad de acoger respectivamente a, 14 y 10 mujeres junto con sus hijos. 
Posteriormente, la CEDAW (2019), reporta la existencia de 5 casas refugios en Bogotá y 
una en Cali. 
 Además, se identificó que, teniendo en cuenta el marco normativo de la ley 1257 de 
2008, en el Atlántico desde el año 2017 según El Tiempo (2019), existe una casa refugio, 
desarrollada por la Gobernación del Atlántico y manejada por la Secretaría Distrital de la 
Mujer y Equidad de Género del departamento. Por su parte, en Medellín desde el año 2014, 
existen 16 hogares de acogida, creados a partir del Programa de Protección Integral y 
Apoyo para las Mujeres Víctimas de Violencia (Peñaranda et al., 2014) También, desde el 
año 2016, según la Alcaldía Municipal de Soacha (2016), se inauguró la primera casa 
refugio; la cual, al día de hoy ha brindado alojamiento y atención psicosocial y jurídica a 
mujeres víctimas de violencia junto con sus hijos o hijas, con una inversión superior a 800 
millones (Alcaldía Municipal de Soacha, 2019).   
El ingreso a estos espacios es a partir de una medida de protección expedida por una 
Comisaría de Familia, Juez de Familia O Juez de Control de Garantías; sin embargo, en 
29 
Medellín, a parte de la medida de protección decretada por una Comisaría de Familia, 
policía o Fiscalía, las mujeres pueden ser remitidas desde la línea 123 de la mujer o lo 
centros de atención Psico-jurídicos de la Secretaría de la Mujer, para que denuncien e 
ingresen al servicio. ´ 
Conjuntamente con lo anterior, estos lugares pretenden brindar protección a las 
mujeres junto con sus hijos e hijas menores de edad (en caso de ser mayores de edad, 
únicamente serán admitidos si cuentan con una discapacidad física o cognitiva); mediante 
el acompañamiento de un grupo profesional que facilite la recuperación física y mental de 
la violencia vivida, así como fortalecer su capacidad de empoderamiento y construcción de 
proyecto de vida. Estos se otorgan por un lapso de tiempo de 6 meses o más (cuando así lo 
amerite la situación), todo ello a partir de un enfoque diferencial, de derechos y de género 
(Ministerio de Salud y Protección Social, 2013); resaltando que, en el caso de Medellín se 
brindan inicialmente por 3 meses o más de ser necesario.   
 Teniendo en cuenta lo anterior, específicamente se prestan servicios de: Hospedaje, 
educación, capacitación, autonomía económica, orientación en derechos, actividades 
recreativas y deportivas, atención integral a los niños, niñas y adolescentes y, 
acompañamiento a las víctimas, los cuales serán descritos a continuación en el mismo 
orden que fueron enunciados. Principalmente, se suministra un espacio adecuado para 
alojarse, junto con una alimentación balanceada, dotación básica de aseo y, cuando sea 
necesario, vestuario. En cuanto a la educación, las casas refugio vinculan a las mujeres con 
instituciones públicas u organizaciones especializadas para que puedan iniciar o continuar 
con su formación académica tanto a nivel básico como profesional (Ministerio de Salud y 
Protección Social, 2013).   
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En este mismo orden de ideas, a través de la inserción a programas laborales o de 
creación de proyectos productivos se fortalece la autonomía económica de las féminas; por 
su parte, la orientación en derechos se ofrece con la finalidad de que reconozcan sus 
derechos y los servicios sociales, de salud y educación a los cuales pueden acceder, también 
identifiquen los mecanismos de justicia y cuenten con un acompañamiento psicojurídico 
durante los procedimientos penales, asimismo, generar los documentos de identificación 
para quienes no cuentan con ellos. Respecto a las actividades recreativas, los albergues 
promueven a sus integrantes desarrollarlas como parte de un proceso de restitución de 
derechos (Ministerio de Salud y Protección Social, 2013). 
Referente a la atención integral de los menores de edad, se realizará una vinculación 
interinstitucional para garantizar la atención en salud, educación, actividades recreativas, 
culturales y alojamiento de acuerdo a las necesidades de su etapa de desarrollo; en 
contraste, el acompañamiento a víctimas se caracteriza por el desarrollo de actividades 
dentro de la institución para las mujeres y sus hijos/as, así como para grupos de apoyo de 
acuerdo al tipo de violencia vivida, con estas actividades se pretende que la víctima 
reconozca los ciclos de la violencia y cómo a partir de ella se vulnera su dignidad, junto con 
sus derechos humanos, esto para que en un futuro, sea capaz de rechazar cualquier acto 
similar.  
Además, busca desnaturalizar la violencia en cualquier ámbito de la vida pública y 
privada, eliminar cualquier sentimiento de culpa en la mujer por las agresiones de las que 
ha sido víctima, fortalecer su autoestima, autocuidado y autonomía, empoderar a las 
mujeres como sujetos de derechos y promover el desarrollo de un proyecto de vida. 
Finalmente, las casas refugio deben contar con un manual de procedimientos y de 
31 
convivencia; adicionalmente, brindar transporte para el desplazamiento de los usuarios y 
seguridad constante, además, cuando las mujeres egresen del lugar tienen la obligación de 
realizar un escrito sobre sus avances a nivel personal y la atención brindada durante su 
estadía (Ministerio de Salud y Protección Social, 2013). 
Para concluir, cuando no se cuente con cupo en las casas refugio, no exista este 
servicio en el territorio o la mujer no desea trasladarse de ciudad, se pueden ofrecer 
servicios hoteleros (estos sitios son previamente seleccionados por las direcciones 
departamentales o distritales de salud), que cubren únicamente hospedaje, alimentación y 
transporte, o, otorgar un subsidio monetario, esto solo si, la mujer no puede trasladarse de 
ciudad por motivos personales, en la ciudad no hay servicio de habitación contratados y, 
cuando los cupos asignados para el servicio de habitación se hayan agotado (Ministerio de 



































Nota: la información para realizar el diagrama se obtiene de la página de la secretaría de la mujer y 
leyes colombianas 
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Refugios en México. En México los refugios son un espacio confidencial, temporal, 
seguro y gratuito que ofrecen servicios desde un modelo de atención integral con 
perspectiva de género y de derechos humanos, estos refugios son creados para recibir a las 
mujeres víctimas de violencia y, de ser el caso, también a sus hijos/as, con el fin de 
ayudarlos a superar la situación vívida, también de generar un proceso de empoderamiento. 
Estos espacios surgen por primera vez en 1996 con la creación de dos centros; 
posteriormente, en 1999 surge la Red Nacional de Refugios (RNR), la cual busca unificar 
esfuerzos para atender de forma oportuna a las mujeres víctimas de agresiones en el 
contexto familiar (Instituto Nacional de las Mujeres, 2011).    
Hoy en día, la directora de la RNR afirma la existencia 65 refugios en el país; cabe 
aclarar que, las 31 entidades federativas y la capital federal adoptaron la Ley de Acceso a 
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, por lo cual todas ellas reconocen la necesidad 
de brindar un mecanismo de protección para las mujeres agredidas; específicamente, 17 de 
estas entidades confieren una definición de refugio y las restantes solo hacen mención a 
instituciones públicas o privadas encargadas de la atención de mujeres violentadas.  
Además, a pesar de que México es un país con gobierno federal, el Art. 49 de la Ley 
General de Acceso de las Mujeres A Una Vida Libre De Violencia, dispone que cada 
entidad debe adoptar el Modelo de atención diseñado por el sistema, por ello, la 
información que se presenta a continuación surge de un trabajo interinstitucional del 
Instituto Nacional de las Mujeres, la RNR y las instituciones que trabajan con ella; quienes 
desarrollaron un Modelo de atención en refugios para mujeres víctimas de violencia y sus 
hijas e hijos, con el fin de generar un homologación en los criterios de atención y servicios 
en cada entidad federativa y el Distrito Federal.  
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Acorde con lo anterior, en estos espacios de protección se sugiere otorgar estadía 
por un lapso de 3 meses y albergar un máximo de 10 familias por refugio, pueden ingresan 
mujeres mayores de edad en compañía de sus hijos/as únicamente si estos son menores de 
edad, cuando un hijo varón es mayor de 12 años, se evalúa si es posible su ingreso o debe 
ser remitido a otro centro que pueda salvaguardarlo mientras su madre permanece en el 
refugio. En caso de que una mujer menor de edad requiera ingresar a una casa refugio, será 
aceptada si cuenta con una solicitud firmada por sus progenitores o tutor legal, o,  en casos 
especiales por la Procuraduría del Menor y la familia o el juez competente y, en última 
instancia por el Ministerio Público cuando son casos de riesgo extremo (Instituto Nacional 
de las Mujeres, 2011). 
Adicionalmente, la fémina puede acceder si ha sido remitida por instituciones 
encargadas de atender víctimas violencia, como por ejemplo: el Centro de Atención 
Externa (CAE), el Centro de Atención Externa de Refugios (CAER), las Unidades de 
Atención en Salud, Agencias del Ministerio Público, Mecanismos para el Adelanto de las 
Mujeres, Comisiones Estatales de Derechos Humanos y Consejos Estatales de Prevención y 
Atención de Violencia Familia (CEPAVI). Una vez ingresa, se realiza apertura del 
expediente y una valoración con el fin de identificar el tipo de violencia vivida y qué clase 
de atención requiere, para posteriormente remitirle a las áreas correspondientes, siendo 
estas: médica, psicología, jurídica, trabajo social y educativa (Instituto Nacional de las 
Mujeres, 2011). 
El primera área de contacto para la mujer es con trabajo social, allí se realiza una 
entrevista inicial para conocer cuáles son las necesidades básicas a cubrir, como lo es: ropa, 
calzado, alimentación y educación, es decir, esta área es la encargada de enlazar a la usuaria 
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con las otras áreas de atención existentes en casa refugio, o, de ser necesario, con 
instituciones externas que fortalezcan la intervención con la víctima. También, reconoce las 
redes de apoyo de la mujer y su posibilidad de fortalecerlas, de no ser posible, crea un plan 
de acción para gestionar nuevas redes; finalmente, el profesional debe realizar el 
seguimiento del caso tanto del tiempo que vive allí como cuando egresa de la institución 
(Instituto Nacional de las Mujeres, 2011). 
 En el área de psicología se concede intervención en crisis cuando es necesario y 
tratamiento terapéutico tanto a la mujer como a sus hijos para mitigar los trastornos 
emocionales causados por las agresiones, por lo cual se establece como objetivo que las 
víctimas sean capaces de resignificar el suceso, desarrollar habilidades en afrontación, 
autonomía y toma de decisiones, así como orientar en la creación de un nuevo proyecto de 
vida. El número de sesiones dependerá de las necesidades de la usuaria, estas se pueden 
llevar a cabo de manera individual y/o grupal; además, si se requiere otro tipo de atención 
especializada el psicólogo puede de remitir a la entidad pertinente (Instituto Nacional de las 
Mujeres, 2011). 
Por su parte, el área médica valora las necesidades de atención, elabora un 
tratamiento específico y remite a especialistas cuando es necesario. Adicionalmente, 
desarrolla programas de prevención y promoción; por lo que, el objetivo del profesional es 
proteger y restaurar la salud física de sus pacientes. Dentro del área educativa se diseñan 
programas enfocados en la formación académica de las usuarias y sus hijos/as y en cursos 
especializados para que las mujeres obtengan conocimientos, los cuales les permita 
conseguir un empleo, adquirir autonomía y habilidades para desenvolverse en el ámbito 
público, social y privado; al mismo tiempo, en este punto se informa sobre instituciones 
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que pueden ayudar a la víctima a generar un proyecto de empleo (Instituto Nacional de las 
Mujeres, 2011).  
El área de atención jurídica pretende asegurar el acceso a la justicia de la víctima, 
por ende, proporciona orientación legal y acompañamiento jurídico; adicionalmente, 
explica a las mujeres sus derechos y obligaciones y de ser requerido las enlaza con 
entidades que brinden servicios jurídicos. En suma, con lo anterior, dentro de las casas 
refugio también existe personal de seguridad y servicio de transporte para sus integrantes; 
además, es conveniente mencionar que cada casa debe contar con un manual de 
procedimientos y funcionamiento a razón de garantizar una laborar y establecer normas 
tanto para los funcionarios como para las personas que acceden a sus servicios (Instituto 
Nacional de las Mujeres, 2011). 
 Ahora bien, durante todo el tiempo de estadía se informa a la mujer cuál es la 
finalidad de cada uno los servicios, se tiene en cuenta la opinión de la usuaria y si ella no 
desea participar en algún procedimiento es libre de no hacerlo; también, tiene la potestad de 
no continuar con su estadía en casa refugio. Como ya se mencionó antes, lo ideal es que la 
mujer permanezca en estos espacios de protección por un lapso de 3 meses, pero, de ser 
necesario puede prolongarse por más tiempo.  
 A parte de los servicios de atención, el espacio ofrece a las mujeres y sus hijos/as 
hospedaje, alimentación, vestido y calzado. Además, según corresponda se brinda 
habitaciones de tipo familiar, para mujeres solas o casos especiales (pues existen espacios 
adecuados para personas con discapacidad); cada una de estas habitaciones debe contar con 
todos los espacios y muebles necesarios para garantizar el bienestar de sus usuarios. 
También se proporcionan zonas para la recreación y deporte (Programa de las Naciones 
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Unidas para los Asentamientos Humanos y Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la 
Violencia contra las Mujeres, 2016).  
  Finalmente, en México además de las casas refugio hay 4 casas de emergencia, 
creadas para que las mujeres en situación de crisis reciban apoyo psicológico y jurídico 
mientras deciden si quieren acceder a una casa refugio o tomar acciones distintas, teniendo 
la posibilidad de permanecer allí por un lapso de 72 horas. Igualmente, una vez la mujer 
sale de casa refugio puede acudir a una de las 5 casa de transición existentes por un periodo 
de tiempo de un año; este es un espacio de autonomía para que la mujer ponga en práctica 
todo lo aprendido mientras terminan de organizar su vida, además, se les brinda apoyo 
psicosocial y legal, priorizando los servicios educativos, para desarrollar y fortalecer 





































Nota: la información que se tiene en cuenta para realizar el diagrama de flujo se encuentra en la 
página del Instituto Nacional de Mujeres       
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Casas de acogida en Chile. En el 2006 se construyen las primeras casas de acogida en 
chile, pero es hasta el 2014 que se retoma su implementación, de forma que para el día de 
hoy cuenta con 43 casas. El ingreso a estas casas se realiza a través de derivaciones 
efectuadas por el Ministerio Público y Tribunales de Familia; su finalidad es brindar 
protección a las mujeres en peligro por violencia intrafamiliar y mayores de dieciocho años 
o, excepcionalmente entre 15 o 17 años cuando son víctimas de violencia de pareja; 
además, no pueden ingresar féminas con trastornos psiquiátricos, enfermedad física o 
mental grave y consumo de sustancias psicoactivas o alcohol. También, cuando sea 
necesario se brinda albergue a los hijos (menores de 14 años).  
La atención que se brinda es gratuita, desde un enfoque integral y con perspectiva 
de género, su instancia en el sitio es de aproximadamente de tres a seis meses. El objetivo 
principal de las casas refugio es favorecer la autonomía y empoderamiento de las mujeres 
para construir sus redes de apoyo y facilitar su empleabilidad. Por ello, en el contacto 
inicial con la mujer si es necesario se realiza intervención en crisis, si no es así, se realiza 
inmediatamente el diagnóstico psicosocial, para que posteriormente de manera 
interdisciplinar un psicológico, trabajador social y abogado elaboren junto a la mujer un 
plan de intervención acorde a sus necesidades.  
Ahora bien, la atención psicológica se brinda de manera individual y grupal, su 
objetivo principal es fortalecer el autoestima, empoderamiento e inteligencia emocional de 
la mujer. El trabajo grupal se proyecta como un medio para generar apoyo emocional entre 
las usuarias; adicionalmente, a sus hijos se les brinda intervención enfocada en resolución 
de conflictos, roles sociales e inteligencia emocional (Centro de Estudios en Seguridad 
Ciudadana Instituto de Asuntos Públicos de la Universidad de Chile, 2011). Por su parte, el 
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trabajador social realiza una labor dirigida a identificar, fortalecer o crear las redes de 
apoyo de la usuaria y coordina el enlace con instituciones que apoyan los servicios en 
salud, educación y reinserción al mundo laboral. 
Adicionalmente, la atención jurídica brinda acompañamiento, representación legal y 
orientación legal con el apoyo de abogados/as del Centro de la Mujer. Finalmente, una vez 
la mujer culmine su proceso y se retire de la casa de acogida debe efectuarse un 
seguimiento sobre las nuevas condiciones de la mujer y a su vez indagar sobre la calidad 
del servicio otorgado durante su estadía en las casas. Dentro de lo que cabe aclara que 
cuando la mujer decide retirarse antes del tiempo estipulado, se debe informar al Servicio 






































































Nota: la información encontrada para realizar el diagrama de flujo se encuentra en la página de 
Centro de Estudios en Seguridad Ciudadana Instituto de Asuntos Públicos de la Universidad de 
Chile y la ley chilena. 
 
Psicólogo   
Trabajador social  
Abogado  
Usuarias en condición de 
adaptarse a las normas del 
funcionamiento de las casas.  
 
Fortalecer la autoestima, 
empoderamiento e inteligencia 
emocional de la mujer. 
 
 Identifica, fortalece o crea las redes de 
apoyo de la usuaria y coordina el enlace 
con instituciones que apoyan los 
servicios en salud, educación y 
reinserción al mundo laboral. 
Acompaña a la mujer con su proceso, 
le da una orientación legal y la 
representa legalmente. 
 
Vías de ingreso 
Su instancia es de 3 
a 6 meses. 
Se realiza un diagnóstico, 
psicosocial y posteriormente de 
manera interdisciplinar un 
acompañamiento con un 




refugios en el 
país. 
 
Pueden acceder mujeres 
mayores de 18 años, hijos 
menores de 14 años y 
excepcionalmente entre 
los 15 y 17 años. 
 
Casas de acogida  
Fiscalía y tribunales de 
familia. 
 
Ingresan cuando se 
avoca una medida 






Se brinda acogida, ayuda, 
orientación e información 
relacionada cualquier tipo de 
violencia contra las mujeres, todo 
desde un enfoque integral y con 
perspectiva de género 
contra las  
42 
   Casas de acogida en España. Dentro del BOE, la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de 
marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres añade un nuevo artículo 2 bis a la 
Ley 16/1983, de 24 de octubre, de creación del Instituto de la Mujer, donde en primera 
instancia buscaba cesar todo tipo de discriminación, la realización de informes y estudios 
sobre el tema. El 7 de marzo de 2014 el consejo de ministros aprobó un nuevo plan 
estratégico de igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres el cual tiene 224 
actuaciones y 35 objetivos, agrupados en 7 ejes, dentro de los ejes se encuentra la 
erradicación de violencia contra la mujer, es así como el Instituto de la Mujer y para la 
Igualdad de Oportunidades (IMIO) busca promover equidad de género y facilitar la 
participación de la mujer en el ámbito público, incentivar políticas la inserción al mundo 
laboral de las mismas, y desarrollar planes para erradicar cualquier forma de discriminación 
hacia las personas (Instituto de la Mujer y para la Igualdad de Oportunidades, consultado el 
21 de abril de 2020)  
Posteriormente, el Ministerio de Igualdad en el 2019 realizó la publicación de datos 
estadísticos sobre recursos autónomos, se presentó de forma cuantitativa los servicios y 
actuaciones que cada ciudad autónoma ha llevado a cabo para erradicar la violencia de 
género. Acorde a esto se evidenció que desde el año 2017, dentro de las 17 comunidades 
autónomas, se cuenta con 60 centros de emergencia, 84 casas de acogida y 99 viviendas 
tuteladas. Cada comunidad autónoma maneja un instituto de la mujer, donde se les informa 
las ayudas y procesos que deben realizar para cesar los actos de violencia de género o 
machista y dan ingresos a los centros de emergencia y continuar con el proceso si así lo 
desean. (Ministerio de Igualdad, 2019).  
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El IMIO y la BOE dan a entender que los mecanismos y entes de protección para 
mujeres víctimas de violencia contra la mujer en España dependen de las comunidades 
autónomas, para comprenderlo es necesaria la revisión de las comunidades autónomas de 
España, esto con la intención de establecer el funcionamiento que tiene cada una respecto a 
las casas de acogida para mujeres víctimas de violencia. De esta manera, se encontró que en 
cada ciudad autónoma, la red de atención integral se constituye de tres maneras, la primera 
son los centros de emergencia, al cual acuden las mujeres e hijos/as víctimas de violencia 
por un tiempo de 24 horas o, en algunos casos por dos meses y, cuando deciden continuar 
con el proceso se ubican en casas de acogida, la cual sería la segunda etapa de la ruta de 
atención integral. 
En Cantabria la ley 1/2004 de 1 de abril, Integral para la Prevención de la Violencia 
Contra las Mujeres y la Protección a sus Víctimas, modificada en el año 2010, en el  
capítulo V, el artículo 21 menciona que se otorga centros de emergencia o acogida a 
mujeres víctimas de violencia de género y se da asistencia psicológica inmediata, dentro de 
la misma ley; también se evidencia que son las unidades sanitarias quienes deben realizar 
acciones para prevenir la violencia e intervenir de manera integral cuando una mujer es 
víctima de violencia, al remitirlas a los servicios sociales o instancias judiciales 
correspondientes a su necesidad (Boletín Oficial del Estado, 2010).  
A su vez, en Castilla y León la ley 13/2009 de 9 de diciembre, contra la violencia de 
género, en el capítulo I, artículo 25, se especifica que las casas de acogida son viviendas 
temporales con el fin de brindar manutención a las mujeres y una atención desde el área 
psicológica, jurídica, médica, laboral y educativa para favorecer en la superación de los 
efectos de la violencia. Específicamente, desde la atención psicológica se pretende 
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desarrollar la autonomía de la mujer y superar el evento de violencia con una intervención 
acorde a las necesidades de la usuaria; por su parte, los servicios jurídicos, se enfocan en 
apoyar e informar a las víctimas sobre las acciones que debe adelantar y sus consecuencias 
jurídicas (Boletín Oficial del Estado, 2017).   
La atención desde el área laboral es la formación de las mujeres para favorecer su 
inserción en este campo; de forma similar los servicios educativos, aseguran la 
continuación en la formación académica de las mujeres y sus hijos e hijas, al vincularlos 
con instituciones especializadas. Finalmente, estas casas deben proteger el derecho de las 
víctimas a la intimidad, seguridad, atención especializada e integral.  
En Cataluña dentro de la Ley 5/2008, de 24 de abril, del derecho de las mujeres a 
erradicar la violencia machista, los centros de acogida, determinados en este caso como 
sustitutoria del hogar, son servicios especializados, residenciales y temporales, que ofrecen 
acogimiento y atención integral para posibilitar el proceso de recuperación y reparación a 
las mujeres y a sus hijas e hijos dependientes, se prestan los servicios a las mujeres que 
hayan pasado por cualquier tipo violencia machista en el ámbito de la pareja, el ámbito 
familiar o el ámbito social o comunitario. Dentro de este espacio se brinda apoyo 
psicológico, médico, social, jurídico y de ocio para facilitar la vida sociolaboral de mujeres 
víctimas de violencia (Boletín Oficial del Estado, 2008).  
Todos estos servicios de atención deben ser brindados por profesionales con 
formación específica en el tema; además, deben garantizar que favorezcan la superación de 
los efectos de la violencia, que las mujeres reconozcan el ciclo del a violencia, sus 
derechos, y, reciban información sobre las acciones jurídicas que pueden tomar frente a su 
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situación, por ello, la asistencia jurídica es un servicio esencial en la intervención con las 
víctimas. 
En el caso de  la comunidad de Aragón, dentro de la ley 4/2007, de Prevención y 
Protección Integral a las Mujeres Víctimas de Violencia en Aragón, señala que las casas de 
acogida son de carácter asistencial y temporal, para las mujeres e hijos víctimas de 
violencia doméstica y que se encuentren en situación de riesgo inminente. Allí se trabaja en 
su autonomía personal por medio del desarrollo de habilidades sociales, programas de 
apoyo e intervención psicológica, social, jurídica e inserción laboral a través de 
articulaciones con instituciones y empresas. En este caso, la atención psicológica también 
comprenderá un seguimiento a la mujer para que concluya el tratamiento terapéutico y, en 
caso de que la mujer abandone el centro de acogida se seguirá prestando el servicio para 
garantizar su fortalecimiento personal (Boletín Oficial del Estado, 2007). 
 Andalucía por su parte en la ley 13 de 2007, de 26 de Noviembre, de medidas de 
prevención y protección integral contra la violencia de género, en el artículo 44, se indica 
que las casas de acogida ofrecen un albergue temporal a las mujeres y sus hijos menores de 
edad, garantizándoles una atención integral multidisciplinar, con el fin de ser capaces de 
recuperarse de los efectos de la violencia sufrida; de la misma manera, se ofrece un 
acompañamiento multidisciplinar en el ámbito socioeducativo, social, formativo, 
psicológico y jurídico (Boletín Oficial del Estado, 2018).  
La comunidad autónoma de Canarias en la Ley 16/2003, de 8 de abril, de 
Prevención y Protección Integral de las Mujeres contra la Violencia de Género, capítulo II, 
artículo 28, las casas de acogida son parte del programa del sistema asistencial de la 
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comunidad, estas ofrecen alojamiento y manutención por 12 meses a mujeres y menores de 
edad a su cargo que estén en una situación de riesgo, contando con programas de apoyo e 
intervención para su fortalecimiento personal y reintegración sociolaboral; además de, 
asistencia sanitaria, física y psicológica y, asesoramiento jurídico. Estos espacios actúan en 
coordinación con administraciones públicas para la utilización de servicios sociales a fin de 
cubrir las necesidades de las usuarias (Boletín Oficial del Estado, 2017). 
Ante lo anterior, cabe aclarar que, en el caso de no contar con la capacidad para 
brindar un cupo en las casas de acogida, el Gobierno de Canarias debe asegurar el ingreso a 
las víctimas a un alojamiento alternativo por el tiempo que sea necesario, además de, 
realizar convenios con vigencia plurianual con las entidades que apoyan asistencialmente a 
las víctimas, con el fin de garantizar la estabilidad y culminación de los programas de 
intervención con las mismas.   
En Madrid la Ley 5/2005, de 20 de Diciembre, integral contra la violencia de género 
de la Comunidad de Madrid,  capitulo 3, artículo 16 hace mención a los centros de acogida, 
estos tienen por objeto brindar alojamiento seguro, manutención y otros gastos a mujeres y 
menores a su cargo por 12 meses, para de esta manera conceder tratamiento integral con 
perspectiva de género, a fin de cubrir las necesidades desde el ámbito psicológico, 
educativo, socio-laboral y jurídico, todo ello con el fin de ayudarlos a superar los efectos de 
la violencia vivida (Boletín Oficial del Estado, 2018). 
Dentro de la Comunitat Valenciana en la Ley 7/2012, de 23 de noviembre, integral 
contra la violencia sobre la mujer en el ámbito de la Comunitat Valenciana, en el capítulo 
II, artículo 67, los centros de recuperación son para aquellas mujeres víctimas de la 
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violencia y menores que las acompañan, que requieren de estos espacios debido a que no 
cuentan con apoyo familiar ni recursos económicos. En ellos se les brinda atención integral 
desde el área médica y psicológica para superar los eventos de violencia y de ser necesario 
se gestionará el vínculo con otras instituciones para ofrecer una intervención adecuada 
(Boletín Oficial del Estado, 2019).  
En contraste, las Illes Balears (Islas Baleares) en la Ley 11/2016, de 28 de Julio, de 
igualdad de mujeres y hombres, en el titulo 5, capítulo 1, artículo 71, los centros de acogida 
y servicios de emergencias atiende las necesidades de protección y alojamiento para 
mujeres víctimas de violencia machista e hijos mientras dure el proceso de atención; dentro 
de esto es conveniente aclarar que no es necesario que la mujer interponga una denuncia 
para poder ingresar a este sitio, asimismo, allí se garantiza la disposición de profesionales 
de trabajo social, enfermería y educación y asistencia psicológica; finalmente, deberán 
garantizar el asesoramiento jurídico y la orientación laboral (Boletín Oficial del Estado, 
2016).  
La Comunidad autónoma del País Vasco no cuenta como tal con una casa de 
acogida, pero en la Ley 4/2005, de 18 de Febrero para la Igualdad de Mujeres y Hombres, 
capítulo VII, artículo 57, convidan pisos de acogida y servicios de urgencia como medio de 
protección a mujeres víctimas de violencia doméstica, se disponen los pisos de acogida para 
brindar protección y alojamiento temporal, en ellos se ofrece, atención psicosocial, 
acompañamiento a los centros de salud, policiales y judiciales y, cuando sea necesario, 
favorecer vínculos con otras instituciones que brinden atención social para las víctimas de 
maltrato doméstico. Además, el Estado a fin de promover la autonomía de las mujeres 
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ofrece ayuda económica, siempre y cuando se cumpla con los requisitos básicos para poder 
acceder a este beneficio (Boletín Oficial del Estado, 2012). 
La Comunidad autónoma del Principado de Asturias con la Ley 2/2011, de 11 de 
marzo, para la igualdad de mujeres y hombres y la erradicación de la violencia de género, 
señala en el capítulo 3, artículo 13, a la Red de casas de acogida del Principado de Asturias, 
como un espacio que proporciona a las víctimas de la violencia de género y a los menores 
que se encuentren bajo su cuidado, una atención integral y especializada, de emergencia 
como de acogida, asimismo, atención permanente, actuación urgente, especialización de 
prestaciones e intervención profesional multidisciplinar. (Boletín Oficial del Estado, 2011). 
En Castilla- La mancha la Ley 4/2018, de 8 de octubre, para una sociedad libre de 
violencia de género en Castilla- La Mancha, en el título 3, artículo 1, informa que la 
atención integral a mujeres víctimas de violencia de género se encamina a la recuperación y 
autonomía garantizando un asesoramiento jurídico y psicológico, ofreciendo centros de 
atención que brindan alojamiento y protección por un tiempo corto a ellas y a sus hijos 
menores de edad, estos sitios son especializados en el diagnóstico interdisciplinar y 
valoración al recurso más adecuado; las casas de acogida ofrecen un alojamiento temporal 
de larga estancia en condiciones de seguridad, especializado en la atención integral para la 
recuperación de la secuela de violencia; las viviendas tuteladas que se puedan ofrecer de 
manera temporal a las víctimas de violencia de género que han finalizado su proyecto de 
intervención y puedan vivir de forma independiente. (Boletín Oficial del Estado, 2018). 
           En la comunidad Foral de Navarra la Ley Foral 14/2015, de 10 de abril, para actuar 
contra la violencia hacia las mujeres dentro del capítulo II,  artículo 44, ofrece centros de 
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urgencia para el acogimiento temporal de corta duración a mujeres que fueron o son 
sometidas a violencia y a sus hijos e hijas convivientes, garantizando su seguridad personal, 
a su vez facilitar recursos personales y sociales para la resolución de la situación de crisis, 
para el acceso a esta, no es necesario que la mujer interponga una denuncia contra el 
agresor. 
          Además, según el artículo 45, ofrece los recursos de acogida como alojamientos 
seguros de media estancia para la recuperación de las mujeres sometidas a alguna situación 
de violencia, cuenta con equipos interdisciplinares y garantizan un tratamiento integral de 
atención y recuperación que contenga aspectos psicológicos, sociolaborales y jurídicos 
favoreciendo el empoderamiento y autonomía de estas mujeres, así mismo la recuperación 
de los menores a su cargo, igualmente no será necesario la interposición de denuncia contra 
el agresor. También, acorde al artículo 46, ofrece pisos de residencia, cuya atención integral 
se da en una vivienda normalizada para apoyar la necesidad de las mujeres (Boletín Oficial 
del Estado, 2015). 
          En la comunidad de Extremadura la Ley 8/2011, de 23 de marzo, de igualdad entre 
mujeres y hombres y contra la violencia de género en Extremadura el título IV, capítulo V, 
artículo 93, informa que el acogimiento de urgencia es responsabilidad del Instituto de la 
Mujer de Extremadura y son servicios especializados que prestan servicio las 24 horas 
todos los días, es de corta duración y facilita el acogimiento a mujeres víctimas de violencia 
de género y menores a su cargo, brinda recursos personales y sociales para garantizar la 
resolución de la situación de crisis, ofreciendo atención jurídica y psicológica de urgencia. 
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           Adicionalmente, otorgan puntos de atención psicológica, los cuales son el 
mecanismo de entrada a la red de atención terapéutica y prestara atención psicológica a 
mujeres víctimas de violencia de género; adicionalmente, programas de atención individual 
y grupal, esta última para generar lazos de ayuda entre las mismas usuarias. Luego de eso, 
están los centros de recuperación integral de la mujer y son especializados en orientar a las 
mujeres víctimas de violencia de género que requieran protección por un periodo largo, y 
otras mujeres que son derivadas desde cualquier punto de atención psicológico. Por último, 
el dispositivo de atención jurídica y social permite el desenvolvimiento social de las 
mujeres y el seguimiento informativo de los procesos jurídicos que derivan de la situación 
de maltrato. (Boletín Oficial del Estado, 2011)  
          De su parte, la comunidad autónoma de Galicia (comunidad gallega) en la Ley 
11/2007, de 27 de julio, para la prevención y el tratamiento integral de la violencia de 
género, con base al título III, artículo 48, brinda centros de acogida especializados, 
residenciales y temporales que ofrecen acogida, atención y recuperación a mujeres que 
sufren de violencia de género y menores a su cargo, son atendidos por equipos 
multidisciplinares y garantizan un tratamiento integral de atención y recuperación 
abarcando los aspectos psicológicos, educativos, sociolaborales y jurídicos favoreciendo la 
normalización de la situación personal de las mujeres. 
        En suma, según el artículo 51 de la misma ley, ofrecen un servicio de atención de 24 
horas donde las mujeres pueden ir a exponer su caso, se les informa del proceso que sigue y 
se presta asistencia a su caso, en estos servicios de atención no es necesario aportar ningún 
tipo de acreditación de su situación de violencia de género y puede conservar su anonimato 
(Boletín Oficial del Estado, 2007). 
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         En cuanto a la comunidad autónoma de la Rioja, se identificó que la Ley 3/2011, de 1 
de marzo, de prevención, protección, y coordinación institucional en materia de la violencia 
en Rioja, título III, capítulo 1, artículo 28, menciona que los servicios que se brindan a 
mujeres víctimas de violencia de género y a los menores a su cargo son: medidas de 
protección; servicios de emergencia y acogida; apoyo psicológico y asesoramiento jurídico; 
además, seguir y guiar a la víctima dentro de las actuaciones jurídicas respecto a su caso 
(Boletín Oficial del Estado, 2011). 
La atención a las víctimas se realizará desde un modelo integral y permitirá 
especialmente las siguientes actuaciones: información a las víctimas, atención psicológica y 
social, seguimiento para reivindicar los derechos de la mujer, servicios educativos, 
formación preventiva en pro de su desarrollo personal y de adquisición de habilidades para 
la resolución asertiva de conflictos e inserción laboral (Boletín Oficial del Estado, 2011).  
          Finalmente, la comunidad autónoma de la Región de Murcia con la Ley 7/20017, de 
4 de abril, para la igualdad entre mujeres y hombres, y de protección contra la violencia de 
género en la Región de Murcia, título III, capítulo IV, artículo 48, por medio del Instituto 
de la Mujer ofrece el dispositivo de atención urgente, por el cual se presta una asistencia 
integral e inmediata a las mujeres e hijos que han sufrido violencia de género, al brindar: 
acogimiento en los centros de emergencia, atención médica, psicológica y jurídica y, acceso 
a entidades sociales para trabajar en su recuperación.  
Además, en segunda instancia ofrecen dos servicios: las casas de acogida, donde 
dan un alojamiento, protección, manutención, atención psicológica, servicio de orientación 
laboral, atención social y atención a necesidades educativas que precisen las mujeres 
52 
víctimas de violencia y menores a su cargo; y, los pisos tutelados, que proporcionan 
igualmente un alojamiento alternativo temporal, para la adquisición de una autonomía 
personal y social (Boletín Oficial del Estado, 2017). 
Por último, respecto los pisos tutelados, la mayoría de las comunidades autónomas 
anteriormente mencionadas cuentan con estas redes de atención integral, estos tienen como 
finalidad dar continuidad y seguimiento a las mujeres que dentro de las casas de acogida no 
pudieron culminar su proceso o no se sienten preparadas para continuar con su vida, para 
ello se disponen 18 meses con acompañamiento de profesionales para organizarse de forma 
autónoma.  
Con esto se llega a la conclusión de que en España cada comunidad tiene sistemas 
de protección parecidos dentro de las redes de atención integral para garantizar y cesar la 
violencia contra la mujer, de la misma manera, como se mencionó anteriormente, cuenta 
con servicios de emergencia, casas de acogida y pisos tutelados, en todos ellos se brinda un 
acompañamiento interdisciplinario y disponen de las demás entidades para fomentar el 
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        En este mismo orden de ideas, una vez se revisaron los lineamientos y protocolos de 
los centros de protección de cada país, se procedió a revisar los protocolos de atención 
psicológica formulados por las instituciones encargadas de atender a las mujeres víctimas 
de violencia intrafamiliar. Por ende, en Colombia, al revisar la página del Instituto de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses, se halló el Modelo de Atención a las Violencias 
Basadas en Género para Clínica Forense (cabe recordar que en éste instituto la violencia 
de género es comprendida como violencia contra la mujer), desarrollado para garantizar el 
acceso a la justicia de la víctimas y una atención en pro de sus derechos y acorde a las 
necesidades de cada usuaria (Instituto de Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses, 2011).  
Además, la Guía de Atención de la Mujer Maltratada, indica los procedimientos 
necesarios para prevenir la violencia contra las mujeres y brindar una atención oportuna en 
caso de ser víctima de este flagelo, a partir de un modelo de atención integral e 
interdisciplinario (Ministerio de Salud y Protección Social, 2013).  
Por su parte en México, en el año 2012, se desarrolló el Modelo de atención a 
mujeres en situación de violencia, sus hijas e hijos, con el fin de dar conocimiento de las 
causas de la violencia contra la mujer y señalar un modelo de atención que se concentre en 
su restitución de derechos, su dignidad humana e igualdad jurídica de las féminas y 
hombres, todo ello a partir de profesionales especializado en intervención a víctimas (Avila, 
Vilchis y Colín, 2012).   
    En España, por medio del artículo 60 de la ley 13/2007 de 26 de noviembre, la 
comunidad de Andalucía ayuda a crear protocolos para garantizar la prevención atención 
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eficaz y personalizada a mujeres que se encuentren en riesgo a causa de la violencia de 
género, este protocolo de coordinación para la prevención y atención a las mujeres víctimas 
de violencia de género tiene por objetivo establecer las pautas para prevenir y valorar de 
casos detectados y realizar un seguimiento de los mismos.   
         Por último, en Chile se emplea un Modelo de Intervención en Crisis para víctimas de 
violencia intrafamiliar es un modelo basado en la teoría de (Karl Slaikeu 1988, citado por 
Graham, 2012) se concibe en dos momentos, iniciando se hace una intervención en crisis de 
primer orden y se otorga ayuda al círculo más cercano del sujeto afectado, brindando apoyo 
y contención.  Después se emplea “apoyo en crisis” o “intervención en crisis de segundo 
orden” se orienta hacia la resolución del conflicto en sí y es un trabajo a largo plazo.  
Marco Legal 
        En este aparte pretendemos recopilar de forma concisa las políticas públicas para la 
protección de mujeres víctimas de violencia en Colombia, Chile, México y España y lograr 
una breve comparación entre ellos, pero antes de esto es importante realizar una breve 
contextualización de la labor realizada por organizaciones internacionales que contribuyó y 
ha contribuido al desarrollo de las políticas en mención.    
        Según la ONU (1979), la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Contra la Mujer (CETFDCM), en el año 1979 adoptó en 30 artículos las 
medidas necesarias para la eliminación de la discriminación contra la mujer. Dentro de lo 
cual, específicamente en relación con este tipo de violencia, con el artículo 6, se exigió a 
cada Estado tomar las acciones necesarias para eliminar todas las formas de trata y 
explotación contra la mujer; además, la CETFDCM actualmente cuenta un grupo de 
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expertos del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW), 
con el fin de evaluar su aplicación en los diferentes países. 
Posteriormente, en 1993 en la conferencia mundial de los derechos humanos se 
declaró el atributo universal de los derechos humanos y la responsabilidad de cada Estado 
de promoverlos y protegerlos, además, reconoció por primera vez los derechos de la mujer 
como un componente de los derechos humanos e, igualmente, ratificó la participación de 
ésta en todos los ámbitos de la vida pública y privada (Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos y Departamento de Información Pública de 
las Naciones Unidas, 2013).  
 En este mismo año, con la Convención sobre la Eliminación de la Violencia Contra 
la Mujer, se reconoció que, al hacer una aplicación efectiva de la misma y la CETFDCM, 
se reforzarán los mecanismos para eliminar la violencia contra la mujer.  
Además, se menciona la necesidad de que cada país cree planes de acción y 
prevención para proteger a la mujer contra cualquier acto violento. Para lo cual, el gobierno 
puede tener en cuenta el apoyo de las organizaciones no gubernamentales enfocadas en este 
tipo de violencia y cabe destacar que se solicita al Estado velar por garantizar a las mujeres 
afectadas por la violencia y sus hijos e hijas (cuando sea el caso), servicios de 
rehabilitación, tratamiento e instalación, a fin de incentivar su seguridad y bienestar físico y 
psicológico (Organización de las Naciones Unidas, 1993). 
Con base en la CETFDCM, en 1999 surgió como un instrumento de apoyo el 
Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Contra la Mujer, con el cual según la (Organización de las Naciones 
Unidas, consultado el 22 de febrero de 2020) los Estados deben reconocer la competencia 
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de la CETFDCM para recibir y analizar las quejas de las personas en relación con actos de 
discriminación hacia la mujer.  
Ahora bien, en 1992 la corte constitucional colombiana reconoció por medio de 
fallos de tutela que la violencia al interior de la familia vulnera los derechos humanos de 
sus integrantes. Posteriormente, en 1996 se aprobó la ley 294 respectiva a la ley de 
violencia intrafamiliar, definiéndose como el “daño físico o síquico, amenaza, agravio, 
ofensa o cualquier otra forma de agresión por parte de otro miembro del grupo familiar” 
(Congreso de Colombia, 1996, p.2) y, en el Art. 5, se señalaron como algunas medidas de 
protección: solicitar al agresor abandonar la casa que comparte con la víctima, que acuda a 
tratamiento reeducativo y terapéutico y, de ser necesario, cubra los gastos de orientación, 
atención psicológica, jurídica, médica y forense de la víctima.  
Además, se ordenará al agresor abstenerse de ingresar en cualquier espacio que se 
encuentre la víctima y si los hubiere, decidir provisionalmente la custodia y régimen de 
visita de los hijos e hijas (Congreso de Colombia, 1996). Dentro de esta misma ley, se 
tipificó como delito: en el Art. 23 el maltrato físico y psíquico, el Art. 24 el maltrato 
mediante la restricción de la libertad y, en el Art. 25, la violencia sexual entre cónyuges; a 
su vez, se determinó que las medidas de protección serían expedidas por los jueces de 
familia, pero, en el 2000, con la ley 575 se ordenó que las medidas de protección podían ser 
impuestas desde una Comisaría de Familia y no por los jueces de familia (Gómez, Murad y 
Calderón, 2013).  
Dentro de la ley 575 de 2000 en el artículo 2 el agresor deberá abstenerse de realizar 
cualquier conducta que dañe a la víctima, sea física, emocional o psicológica, asimismo se 
ordena el desalojo obligatorio, evitar cualquier espacio público o privado donde se halle la 
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víctima; asistir a tratamiento reeducativo y terapéutico. En el artículo 4 se habla del 
incumplimiento a las medidas de protección por lo que, un primer incumplimiento tiene 
multa de dos a diez salarios mínimos legales vigentes y debe ser cancelado en los cinco días 
hábiles, en un segundo incumplimiento se convierte en orden de arresto, el agresor pagará 
con treinta (30) o cuarenta y cinco (45) días (Congreso de la República, 2000).  
 Al mismo tiempo, con el código penal en el año 2000 con la ley 599 en el Art. 229 
de violencia intrafamiliar si se ocasiona daño físico, psicológico o sexual a cualquier 
miembro de la familia, incurrirá en una pena de uno (1) a tres (años). En el código de 
procedimiento penal con la ley 600 del 2000, la violencia hacia la mujer empezó a ser 
querellable, desistible, conciliable y excarcelable. Ocho años después se creó la ley 1257 de 
2008, para cesar todo tipo de agresión en contra de la mujer, incorporando el daño físico, 
sexual, psicológico patrimonial y económico como medio de violencia contra la mujer. 
Por lo cual se dictan medidas de sensibilización, protección, atención y sanciones 
para proteger los derechos de las mujeres y brindar una atención oportuna cuando han sido 
víctimas de violencia. Específicamente en el Art. 8, se dispuso brindar atención psicológica, 
médica, psiquiátrica y forense, además de, asesoramiento jurídico gratuito; en el Art. 9, se 
señaló que el Gobierno Nacional deberá formular estrategias para prevenir y erradicar la 
violencia contra la mujer (Congreso de la República, 2008). Pero, la presente ley (1257 de 
2008) además de tener cuenta las medidas de protección de la ley 294 de 1996 (modificada 
por la ley 575 de 200), añadió en el Art. 18, que las mujeres víctimas de cualquier tipo de 
violencia, tendrá acceso a las siguientes medidas de protección: otorgar un espacio segura 
para ella y sus hijos e hijas.  
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Además, según el Art. 19, la ley busca que la atención de víctima y el agresor se 
brinde por una persona distinta y, que, el Sistema General de Seguridad Social en Salud, las 
Empresas Promotoras de Salud y las Administradoras de Régimen Subsidiado serán los 
encargados de brindar servicios de habitación, alimentación y contratar servicios de 
hotelería para las mujeres, adicionalmente, las dos últimas entidades en mención otorgaran 
asistencia médica, psicológica y psiquiátrica a la víctimas  (Congreso de Colombia, 2008).    
El 20 de junio de 2019 con la ley 1959, se modifica el Art. 229 de la ley 599 
quedando así, por ocasionar daño físico, psicológico o sexual a cualquier miembro de la 
familia incurrirá en una pena de cuatro (4) a ocho años (8), si estas agresiones son 
realizadas a menores de edad, mujeres, personas de la tercera edad (mayores de 60) la pena 
aumentará en tres cuartas partes (Congreso de la República, 2019). 
En este mismo orden de ideas, otro punto importante a examinar dentro de la 
legislación Colombiana es la jurisprudencia vigente que aportó en el mejoramiento de las 
leyes de violencia intrafamiliar; siendo así, en 1992 las sentencias T-529- 92 y  T-523-92 
permitieron reconocer la violencia intrafamiliar como una vulneración de los derechos 
humanos; en 1997 a partir de la sentencia C-652- 97 se consideró modificar el término 
máximo para instaurar una medida de protección; también en este mismo año, la sentencia 
C- 285-97 permitió revisar los art. 22 y 25 de la ley 294 de 1996, referentes a la violencia 
sexual en el ámbito familiar, dentro de lo cual se consideró que, las sanciones impuestas 
por este último artículo no eran proporcionales con lo dispuesto con código penal respecto a 
la violencia sexual (Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 2019). 
Posteriormente, a partir de la sentencia C-273-98 se examinó las consecuencias 
jurídicas de la inasistencia de las partes a la audiencia, específicamente de la diferencia 
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existente cuando no asiste la víctima o el victimario, y cómo esto afecta la protección de los 
derechos de la víctima. Con la sentencia C-1267- 00, se revisó el art. 13 de la ley 575 de 
2000, referido al requisito de que los comisarios de familia deben ser funcionarios con 
carrera administrativa, de lo cual se determinó que esto era algo necesario y por lo cual 
exequible.  
 En el año 2005, la sentencia C-059-05 permitió revisar el art. 1 y 5 de la ley 575 de 
2000, respectivamente, se analizó las consecuencias de que un juez de paz o conciliador en 
equidad intervenga ante hechos de violencia intrafamiliar para interponer una medida de 
protección y, por otra parte, se revisó nuevamente el tiempo estipulado para solicitar una 
medida de protección, esto debido a que se consideró que el límite temporal impide la 
erradicación de la violencia intrafamiliar; no obstante, ambos artículos se declararon acorde 
a la constitución política (Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 2019). 
Posteriormente, con la sentencia C- 029-09, del año 2009, las expresiones 
“compañero/a,  permanente o cónyuge”, fueron analizadas por considerarse que, en 
contraste con las parejas heterosexuales, estas expresiones impedían a las parejas 
homosexuales la posibilidad de acceder de forma equitativa a un medida de protección en 
caso de violencia intrafamiliar; por lo cual se determinó que, con la expresión “compañeros 
permanentes” también se encuentran comprendidos en ella los integrantes de una pareja 
homosexual y por lo tanto, las medidas de protección previstas en la ley contra la violencia 
intrafamiliar se aplican en igualdad de condiciones para la población en mención (Corte 
constitucional, 2009). 
Para el año 2010, la corte constitucional a partir de la sentencia C-886-10, se 
declaró inhibida de fallar sobre la expresión “familia compuesta por un hombre y una 
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mujer”, después,  en el 2011, con la sentencia C-577-11, nuevamente la corte se declaró 
inhibida para fallar sobre la expresión en mención; sin embargo, solicitó al Congreso de la 
República establecer leyes sobre los derechos de las parejas del mismo sexo, a fin de 
asegurar igualdad de protección para ellas  (Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
2019). 
Respecto la jurisprudencia enmarcada dentro de la ley 1257 de 2008, es necesario 
resaltar que, con la sentencia C-776-10, los art. 13 y 19, disponen las medidas desde el 
ámbito de la salud para prevenir y proteger la violencia contra la mujer, como lo son el 
desarrollo de protocolos de atención y garantizar servicios de alimentación y alojamiento 
cuando las víctimas se encuentren en una situación de riesgo especial, fueron analizados 
por considerar que estas medidas deben ser responsabilidad del Estado y no del sistema de 
salud; sin embargo, se declararon acorde a la constitución dado que el sistema de salud 
también debe velar por la protección de los sujetos especialmente amparados por la ley 
(como es el caso de la mujer) y tienen la facultad de analizar y emitir las recomendaciones 
para brindar una protección adecuada (Corte constitucional, 2010).  
Para finalizar, en Colombia respecto a la CETFDCM, a partir de la ley 984 de 2005 
se aprobó el Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación Contra la Mujer. 
En España, (como se mencionó párrafos arriba), es importante resaltar la 
consideración de la mujer como la víctima principal de la violencia intrafamiliar; por ende, 
en la ley 27/2003 de 31 de julio, reguladora de la Orden de protección de las víctimas de 
violencia doméstica, se encuentra: “la violencia ejercida en el entorno familiar y, en 
particular, la violencia de género constituye un grave problema de nuestra sociedad que 
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exige una respuesta global y coordinada por parte de todos los poderes públicos” (Boletín 
Oficial de estado, 2020. P, 143). Añadiendo, la necesidad de adoptar medidas integrales 
para garantizar la aplicación de “medidas cautelares penales sobre el agresor, esto es, 
aquellas orientadas a impedir la realización de nuevos actos violentos, como las medidas 
protectoras de índole civil y social que eviten el desamparo de las víctimas de la violencia 
doméstica” (Boletín Oficial de Estado, 2020. P, 143).  
De acuerdo con lo anterior, en el boletín Oficial del Estado (BOE), con el Código de 
Violencia de Género y Doméstica, la Resolución de 9 de junio de 2015, de la Secretaría de 
Estado de Servicios Sociales e Igualdad, se publica el Acuerdo de la Conferencia Sectorial 
de Igualdad de 21 de julio de 2014, por el que se aprueba el protocolo de derivación entre 
centros de acogida para las mujeres víctimas de todo tipo de manifestaciones de violencia y 
sus hijos e hijas. Asimismo, la ley orgánica 1/2004 del 28 de diciembre, otorga medidas de 
protección integral a víctimas de violencia de género. De igual forma, se habla de los 
lugares de acogidas para ellas y sus menores a cargo como del proceso que debe llevarse a 
cabo para restablecer sus derechos. 
El código penal español, con la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de Noviembre, del 
Código penal en el título III Art. 153, señala que el hombre que cause daño psíquico o 
lesión de menor gravedad a una mujer que haya sido su esposa o haya estado ligada con él, 
será castigado con la pena de prisión de seis meses a un año; así mismo, trabajará en 
beneficios de la comunidad entre 30 y 80 días y, se privara del derecho a la tenencia y porte 
de armas de uno a tres años (BOE, 1995). Finalmente, el 16 de diciembre de 1983 se 
ratificó la CETFDCM en este país y, fue publicada en el Boletín Oficial del Estado en 
1984.  
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En contraste, el Código Penal Federal de México, en el Capítulo octavo, Art. 343 
bis, señala que se determina como un delito de violencia intrafamiliar a aquellos actos de 
dominación y/o agresión física, verbal psicológica y patrimonial contra una persona con  
“la que se encuentre o haya estado unida por vínculo matrimonial, de parentesco por 
consanguinidad, afinidad o civil, concubinato, o una relación de pareja dentro o fuera del 
domicilio familiar’’ (Código Penal Federal, 2020, p.101), por esta razón, quien incurra en el 
delito, será castigado con una pena de  seis meses a cuatro año de prisión y perderá el 
derecho a pensión alimentaria, además de tener que asistir a tratamiento psicológico 
especializado (Código Penal Federal, 2020). 
En el mismo orden de ideas, en 1996 con la Ley para la Asistencia y Prevención de 
la Violencia Intrafamiliar, se reconoció por primera vez este tipo de violencia, sus 
modalidades y se dictaron medidas para prevenirla y erradicarla (Asamblea de 
Representantes del Distrito Federal, 1996). Posteriormente, pasó a llamarse Ley para la 
Asistencia y Prevención de la Violencia Familiar y en su última modificación del año 2017, 
señaló que el consejo para la Asistencia y Prevención de la Violencia Familiar tanto en el 
distrito federal como en las entidades federativas, debe elaborar programas de prevención, 
coordinar las labores de las instituciones encargadas de atender esta problemática, analizar 
y aprobar los protocolos de atención y vigilar el cumplimiento de estas acciones (Asamblea 
de Representantes del Distrito Federal, 2017). 
Adicionalmente, en el Art. 9, se señala que la atención de la violencia intrafamiliar 
tanto a los receptores de la misma y los agresores, se basará en modelos psicoterapéuticos, 
enfocados en la erradicación de la violencia, todo ello de forma gratuita. Así mismo, se 
deben imponer las respectivas sanciones estipuladas en el Código penal y, solicitar al 
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Ministerio Público las medidas de protección para las víctimas o la entidad 
correspondiente.  
 También, en el año 2008 con la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia, creada para prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres y 
dirigida tanto para el Distrito Federal como para cada Entidad Federativa,  además de 
definir las diferentes modalidades de violencia, se determinaron tres tipos de medidas en 
pro de la protección de la mujer: de emergencia, preventivas y de naturaleza civil. Así 
mismo, en relación con la violencia familiar se precisa que lo modelos de atención, 
protección y prevención para garantizar la seguridad de las mujeres son obligación del 
Estado (Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 2018).   
Por ello, el Estado debe favorecer que: a las mujeres víctimas de este tipo de 
violencia se les brinde atención terapéutica, médica y jurídica de forma gratuita, a fin de 
resarcir las agresiones vividas y empoderar a la fémina; la instalación y mantenimiento de 
refugios para ellas y sus hijos; a su vez, que los agresores reciban servicios reeducativos y 
gratuitos para eliminar conductas violentas y estereotipos machistas; además, en caso que la 
mujer lo desee, favorecer la separación de la víctima con el agresor y evitar que, tanto la 
mujer como el victimario sean atendidos por la misma persona y en el mismo lugar 
(Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 2018). 
 De forma más específica, según el Art. 48, corresponde al Instituto Nacional de las 
Mujeres, colaborar en la evaluación del modelo de atención de los refugios y, a cada 
entidad federativa, impulsar y coordinar la creación de estos espacios como de 
fortalecerlos. También, según el Art. 54, corresponde a los refugios brindar: una atención 
con perspectiva de género; seguridad para las víctimas; atención psicosocial, médica y 
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jurídica y, servicios de hospedaje, alimentación y vestuario (Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos, 2018). Para finalizar, en cuanto la CETFDCM, fue aprobado el 
18 de diciembre de 1979 y publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de mayo de 
1981.   
En cuanto a Chile, en el año 1993 se creó la ley No. 19.325, con la que se reconoció 
por primera vez la violencia intrafamiliar como una problemática social y por lo cual 
debían tomarse acciones normativas para sancionarla; con ella se estableció que de ser 
necesario se podían decretar medidas para proteger a la víctima a nivel psíquico y físico; 
además, el agresor sería sancionado con alguna de las siguientes medidas: asistencia a 
tratamiento terapéutico, multa o prisión. Sin embargo, debido a problemas de articulación 
con las entidades intervinientes, déficits en las medidas normativas y apoyo económico, se 
vio la necesidad de crear una nueva ley que abordara mejor esta problemática (Dirección de 
Estudios- Corte Suprema, 2018).    
Por ello, en el 2005 surgió la ley de VIF (ley de violencia intrafamiliar) N°. 20.066 
y la cual tuvo su última modificación en el año 2010; su finalidad es prevenir y sancionar 
cualquier acto violento dirigido hacia cualquier miembro de la familia, en especial niños, 
personas de la tercera edad y mujeres, entendiendo la VIF como “todo maltrato que afecte 
la vida o la integridad física o psíquica de quien tenga o haya tenido la calidad de cónyuge 
del ofensor o una relación de convivencia con él” (Ministerio de Justicia, 2010, p. 2), para 
ello según el Art. 4, el Servicio Nacional de la Mujer se encargará del cumplimiento de 
estos objetivos y menciona las funciones que tiene para brindar una ayuda oportuna a las 
personas víctimas de VIF. 
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Como se puede observar, la diferencia primordial entre la ley N°. 19.325 y la No. 
20.066, es que ésta última además de sancionar, pretende tomar acciones para prevenir la 
violencia intrafamiliar, por lo cual en el artículo 2 y 3 se dispone que el Estado debe brindar 
protección a las víctimas y, adoptar medidas de prevención y asistencia a las mismas (en 
especial para mujeres y niños); además, con el Art. 8 se impone que el agresor debe pagar 
quince unidades tributarias mensuales, que serán destinados para los centros de atención de 
las víctimas y en el Art. 9 se dictan medidas accesorias para proteger a la víctima, siendo 
algunas de estas: abandonar el hogar que comparte con el agresor, prohibir al agresor 
acercarse a los espacios donde se encuentre la víctima y asistencia a tratamiento terapéutica 
por parte del agresor (Ministerio de Justicia, 2010). 
En este mismo orden de ideas, con el Código Penal, el Art. 397 dispone que aquella 
persona que maltrate a otro será castigada dentro del delito de lesiones graves cuando estas 
ocasionan discapacidad de forma permanente o, enfermedad o incapacidad para el trabajo 
por más de treinta días; donde con el Art. 400, se señala que si los hechos referidos 
anteriormente se cometen dentro del núcleo familiar las penas aumentarán en un grado. 
Adicionalmente, según el Art. 494, quien cometa lesiones leves contra algún miembro de la 
familia, deberá sufrir la pena de multa de una a cuatro unidades tributarias (Congreso 
Nacional, 2020).  
Para finalizar, en cuanto la CETFDCM, fue aceptada por la Honorable Junta de 
Gobierno el 17 de octubre de 1989 y, promulgada por el presidente de la república el 27 de 
octubre de 1989, mediante el decreto supremo Nº 789. 
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Marco Conceptual   
        Acorde a la revisión documental realizada en cuanto a la definición de violencia, es 
menester resaltar la definición otorgada por la OMS, debido a que su definición abarca todo 
tipo de daño, es apta y se acoge a lo encontrado en los cuatro países, haciendo que sea más 
completa y adecuada para el entendimiento de la problemática del trabajo de grado, por ello 
se hace hincapié en la definición de violencia de la (OMS, 2002):  
Uso deliberado de la fuerza física o el poder, ya sea en grado de amenaza o efectivo, 
contra uno mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que cause o tenga muchas 
probabilidades de causar lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos del 
desarrollo o privaciones.  
          En este mismo orden de ideas, cuando se habla de violencia intrafamiliar contra la 
mujer, es pertinente lo que la OMS precisa de violencia, lo que abre paso a adoptar una 
definición de violencia intrafamiliar que acoja las necesidades del escrito. Acorde a lo 
hallado, de las definiciones de los autores estos concuerdan que la violencia intrafamiliar o 
doméstica es todo tipo de agresión psicológica, sexual, física o económica hacia un 
miembro de la familia con la intención de causar daño, quienes más se ven afectados por 
estos actos son los niños, adolescentes, personas de la tercera edad y mujeres.  
          Por otra parte, antes de abordar la violencia contra la mujer, algo a resaltar es que, a 
lo largo de la revisión se visualizó que en los cuatros países iberoamericanos la violencia de 
género es entendida como cualquier agresión dirigida a la mujer y en la escritura distintos 
autores también lo dan a entender de esa manera. Igualmente, las leyes de estos países lo 
reafirman dentro de las sanciones que se realizan en contra de los hombres para castigar 
este acto violento, sin embargo, bajo el contexto de este trabajo, la definición más 
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apropiada para definirla es la que ofrece el Ministerio de Salud (consultado el 24 de marzo 
de 2020) y lo define como:  
Cualquier acción o conducta que se desarrolle a partir de las relaciones de poder 
asimétricas basadas en el género, que sobrevaloran lo relacionado con lo masculino 
y subvaloran lo relacionado con lo femenino. Son un problema de salud pública por 
las graves afectaciones físicas, mentales y emocionales que sufren las víctimas; por 
la gravedad y magnitud con la que se presentan y porque se pueden prevenir.  
   Dicho esto, dentro de esta investigación, no se comprende la violencia de género como 
violencia contra la mujer y, se comprende ésta última, como toda agresión física, sexual, 
psicológica, patrimonial en un ámbito público o privado; es una vulneración a los derechos 
humanos y discriminación a la mujer por el simple hecho de serlo.   
           Al hacer mención de las casas refugio, casas de acogida o centros de protección, se 
comprende como un albergue temporal que se brinda a mujeres e hijos que son víctimas de 
violencia intrafamiliar, con un acompañamiento interdisciplinario que ayude a las féminas a 
culminar y superar los episodios de violencia, pero, no se puede escoger en alguno de estos 
nombres otorgados por cada país, debido a que el lenguaje empleado para nombrar estos 
centros es contextual y característico de los países trabajados.  
 Finalmente, es importante aclarar que, acorde a las políticas públicas y las 
características sociales y culturales de cada nación, se tienden diferenciar la violencia de 
pareja con las manifestaciones de la violencia intrafamiliar; pero, en el marco de este 
trabajo de grado, se comprende la violencia de pareja de manera separada, pero, al mismo 
tiempo, como parte del fenómeno de violencia intrafamiliar.   
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Objetivos   
Objetivo general 
Comparar los objetivos y alcances de las casas refugio para mujeres víctimas de violencia 
intrafamiliar en cuatro países, por medio de una revisión documental con el fin de 
determinar los beneficios psicológicos y sociales que reciben las usuarias.   
Objetivos específicos 
●    Identificar los objetivos y alcances de las casas refugio en Colombia mediante 
una revisión documental con el fin de establecer los beneficios psicológicos y 
sociales para las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar. 
●    Examinar los objetivos de los sistemas de protección para las mujeres víctimas 
de violencia intrafamiliar en España, México y Chile para establecer los 
beneficios psicológicos y sociales de tales víctimas. 
●    Distinguir los alcances de los sistemas de protección para las mujeres víctimas de 
violencia intrafamiliar en España, México y Chile a fin de establecer los 
beneficios psicológicos y sociales de tales víctimas. 
●    Comparar los objetivos y alcances de las casas refugios con los sistemas de 
protección para mujeres violentadas, propios de España, México y Chile. 
● Identificar los beneficios psicológicos y sociales para las mujeres víctimas de 
violencia intrafamiliar, a partir de la comparación entre los objetivos y alcances 
de las casas refugio.  
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Método 
  La presente investigación se desarrolló con una metodología de alcance descriptivo 
y consistió en una revisión documental con interés comparativo, ya que pretende junto con 
las políticas públicas de cada país contrastar el funcionamiento de los centros de protección 
de cuatro países iberoamericanos (Colombia, Chile, España y México) y el 
acompañamiento que se otorga en estos espacios para las mujeres víctimas de violencia 
intrafamiliar. 
Para ello al tener en cuenta que según Baptista, Hernández y Fernández (2010) y 
Camacho-Galindo (2011), generalmente en este tipo de investigaciones las fuentes para 
recopilar información son documentales, este trabajo tiene como base fuentes 
institucionales y, artículos científicos y periódicos que pudieran dar cuenta del tema que es 
eje central dentro del mismo.   
Unidades de Análisis  
Las fuentes documentales para la construcción del presente trabajo grado fueron 
principalmente leyes y documentos de las instituciones oficiales de cada país que estaban 
enfocados en el fenómeno de la violencia intrafamiliar y en los protocolos de atención de 
las casas refugio o casas de acogida para las mujeres víctimas de este flagelo. Asimismo, se 
tuvieron en cuenta informes de organizaciones internacionales que daban cuenta tanto de 
los instrumentos jurídicos internacionales a favor de la protección de las féminas como de 
las medidas y avances de cada país en relación con el fenómeno en cuestión.  
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También, fueron unidades de análisis artículos relacionados con violencia, violencia 
intrafamiliar, violencia contra la mujer y violencia de género; cifras que exponen el total de 
mujeres agredidas por un integrante de su familia; y aquellos que contuviera información 
sobre estos centros de protección y en algunas circunstancias artículos de periódicos que 
ayudaron a complementar información.     
Criterios de inclusión y exclusión  
Dentro del presente trabajo de grado los criterios de inclusión escogidos tenían 
relación a los documentos sobre la violencia, violencia intrafamiliar, violencia de género y 
violencia contra la mujer. Adicionalmente, se eligieron documentos de instituciones 
oficiales, que estaban específicamente enfocados en Colombia, México Chile y España y 
ofrecían información sobre las políticas públicas de violencia intrafamiliar y violencia 
contra la mujer de cada país, de los centros de protección y esencialmente sobre los 
lineamientos de atención en las casas de acogida, dentro de lo que se tuvieron en cuenta 
documentos con fecha más recientes, dado que con esto se podría analizar información 
actualizada y cumplir con los objetivos de la investigación.  
En contraste, se seleccionaron como criterios de exclusión información que no 
estuviese relacionada con los países que se desea manejar para cumplir con la finalidad del 
trabajo y otros sistemas de protección a víctimas que no sean mujeres agredidas por los 
integrantes de su familia o su pareja. Otro criterio de exclusión del trabajo es descartar los 
informes que no detallan los beneficios en las casas refugio y estadísticas que no se 




Para realizar el abordaje del trabajo de grado, en un primer momento se identificó la 
necesidad de contextualizar el tipo de violencia, dado que es el eje central del trabajo, dicho 
fue pertinente realizar una revisión de la génesis de la terminología de violencia, 
posteriormente abordar tres tipos de violencia: intrafamiliar, de género y contra la mujer. 
Conjuntamente, dentro de este proceso se identificaron cifras que dan cuenta de la 
magnitud de la violencia intrafamiliar contra la mujer y permite comprender la importancia 
de crear acciones para su protección.  
      A su vez, se observó la participación de entes internacionales para crear tratados e 
instrumentos en pro de la protección de la mujeres; por lo cual, a partir de google 
académico y  páginas institucionales oficiales de Chile, México, España y Colombia; no 
solo se recopiló los documentos que contenían las políticas públicas de cada país, sino 
también, la legislación internacional que abordaba el tema en mención, evidenciando así, 
las medidas que se han adoptado para sancionar, erradicar y garantizar la protección de la 
mujer cuando es víctima de violencia intrafamiliar. 
       Luego, se procedió a indagar sobre el funcionamiento de los centros de protección o 
casas refugio, para simultáneamente ejecutar una descripción de los servicios que otorgan 
estos espacios una vez las mujeres ingresan allí. De esto, se toman elementos claves para 
identificar finalmente los beneficios psicológicos y sociales que otorgan estos espacios a las 




 A partir de la revisión documental realizada por las coautoras, se pudo evidenciar 
que, dentro de este sistema de protección, si bien se hallaron similitudes entre ellos, 
también se presentan diferencias. Principalmente, el funcionamiento de los centros de 
acogida en Colombia y Chile son similares, pues ambos países cuentan con un modelo de 
Estado unitario y democrático; a diferencia de España con un sistema de monarquía 
parlamentaria compuesta por comunidades, provincias y ciudades autónomas y, de forma 
similar, México, con una república representativa y federal, conformada por 32 entidades 
federativas y la capital (ciudad de México). Se hace esta aclaración porque al desarrollar 
este trabajo, fue necesario analizar este aspecto, para comprender porque existían esas 
similitudes y diferencias en el sistema de protección de cada país. 
Pues, en el caso de España y México, cada provincia, ciudad autónoma o entidad 
federativa, puede instaurar, de forma independiente, ciertas disposiciones diferentes en 
cuanto al funcionamiento de las casas de acogida. En contraste, Chile y Colombia, al ser 
Estados unitarios, presentan una mayor homogeneidad y coordinación en los criterios de 
atención y servicios que reciben las víctimas dentro de sus respectivos territorios. 
Por otra parte, antes de hacer hincapié en las políticas de cada país, se identifica que 
la CEDAW, fue el principal instrumento jurídico en pro de la protección de la mujer y que, 
a su vez ha sido adoptado por los 4 países que son foco de esta investigación.   
 Principalmente al realizar la revisión de las políticas públicas se evidenciaron los 
avances al restar importancia a la implementación de políticas para la prevención y 
protección de las víctimas. Inicialmente, en Colombia desde la ley 294 de 1996, ya se 
74 
dictaban medidas para proteger y resarcir el daño a las víctimas, siendo ese entonces la 
Policía Nacional la encargada de asesorar a las víctimas sobre el procedimiento judicial, así 
como de conducirlas a centros que le brindaran asistencia psicosocial; además, se designaba 
al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar la responsabilidad de crear políticas y 
programas de prevención para este tipo de violencia.  
De forma similar, en México a partir de la Ley de Asistencia y Prevención De La 
Violencia Intrafamiliar de 1996, se solicitaba brindar asistencia psicológica y jurídica y 
que, en el 2017 con la Ley de Asistencia y Prevención De La Violencia Familiar, adiciona 
la violencia patrimonial, económica y contra los derechos reproductivos dentro de los tipos 
de violencia doméstica.   
Caso contrario de Chile, que en una primera estancia con la ley No. 19.325 del año 
1993, reconoció por primera vez la Violencia intrafamiliar como una problemática social, 
promulgó las leyes para sancionar a los victimarios o las victimarias y el procedimiento a 
seguir en estos casos; lo cual, si bien es cierto significó un avance importante porque 
reconoció esta problemática, no dejó de ser ineficiente para dar una solución integral a las 
víctimas de este flagelo y, por ende, tiempo después surgió en el año 2005 la ley de 
Violencia intrafamiliar N°. 20.066, ya con una mirada más integral de la problemática y 
adoptando nuevas medidas no solo a nivel de sanción sino de protección y prevención.   
En el caso de España, solo hasta el año 2003 expidió la ley orgánica 27/2003, de 31 
de julio, con la cual se dictaron nuevas medidas cautelares contra el agresor como medidas 
de protección para las víctimas, dentro lo que además se tuvo presente la violencia de 
género, a fin de crear instrumentos jurídicos con soluciones más eficientes para las víctimas 
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y, se reconoció que el tipo de violencia en mención es un factor determinante dentro de la 
violencia intrafamiliar. Un año después con la ley orgánica 1/2004, de 28 de Diciembre se 
creó la ley que otorga medidas de protección integral contra la violencia de género.   
Ahora bien, ya como eje específico desde las políticas públicas para para proteger a 
la mujer de cualquier tipo de violencia, se encontró que tanto en Colombia con la ley 1257 
de 2008 y en México con la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencias, se abrió paso para brindar un espacio de protección para la mujer y, por la cual 
posteriormente surgieron las casas refugio en estos países. Pero, aunque se identificó que 
ambas surgieron con la misma finalidad de garantizar una vida libre para las mujeres, 
México realizó un abordaje más amplio de la problemática dentro de la ley.  
 Por su parte, en España con la ley 27/2003 de 31 de julio, reguladora de la Orden de 
protección de las víctimas de violencia doméstica, fue la primera medida que posibilitó un 
espacio de protección para las mujeres víctimas de violencia, que como se pudo observar 
dentro de la investigación, este país cuenta con tres tipos de espacios para proteger y 
acompañar a la mujer en su proceso de recuperación. En el caso de Chile a partir de la ley 
19.325 de 1994 y de forma más específica, con la ley N°. 20.066 de 2005, surgieron planes 







Comparación de las leyes que contienen las políticas públicas en Chile, Colombia, México 




Colombia Chile México España 
Leyes T-529-92, T-523-92; 
Ley 294 de 1996; C-
652- 97, C- 285-97, 
C-273-98; Ley 575 de 
2000; C-1267- 00 
C-059-05, C- 029-09 
C-886-10, C-577-11; 
Ley 599 de 2000 
(Código Penal); Ley 
600 de 2000 (Código 
de procedimiento 
penal); Ley 1257 de 
2008; C-776-10 y Ley 
1959 de 2019 
Ley N° 19.325 
de 1993, Ley 
N° 20.066 de 
2005 y Código 
Penal de Chile 
Artículo 400 y 
494 
 
Ley de Asistencia 
y Prevención De la 
violencia 
intrafamiliar de 
1996, Ley de 
Asistencia y 
Prevención de la 
violencia familiar 
de 2017, Ley 
General de Acceso 
de las Mujeres a 
una Vida Libre de 
Violencia de 2008 
y Código Penal 
Federal de México 
Artículo 343 
Ley Orgánica 27/2003 
de 31 de julio, Ley 
Orgánica 1/2004 de 28 
de diciembre, Ley 
Orgánica 10/1995, de 
23 de noviembre, del 
Código penal y 
Código Penal Español, 
Artículo 153. 
  
Nota 1: C: sentencia constitucional; T: sentencia de tutela 
Nota 2: De acuerdo con la constitución española, una ley orgánica es aquella que se relaciona con la 
protección de los “derechos fundamentales y de las libertades públicas, las que aprueben los 
Estatutos de Autonomía y el régimen electoral general y las demás previstas en la Constitución” 
(Boletín Oficial del Estado, 1978, p. 17). Además, éstas sólo pueden ser aprobadas o modificadas 
cuando exista un acuerdo absoluto sobre el proyecto por parte del Congreso.  
Nota 3: Acorde al gobierno mexicano, la ley general de acceso es de “orden público, interés social y 
observancia general en la república mexicana” teniendo en cuenta la coordinación entre la 
federación, entidades federativas, el distrito federal y municipios para prevenir, erradicar y 
sancionar la violencia contra las mujeres.  
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Así mismo, respecto a las sanciones se evidenció que en Colombia y España el 
agresor deberá ir a prisión de cuatro a seis años, en México serán de 6 meses a 4 años de 
prisión y perderá el derecho a pensión alimentaria, en Chile, el victimario deberá pagar con 
multa de media a quince unidades tributarias mensuales, así mismo, en España adicional a 
ir a prisión debe pagar una multa de 6 a 12 meses, Además, en estos cuatro países, el 
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Nota 1: la primera sanción presentada en Colombia (Incumplimiento a la medida de protección) son 
los castigos que otorga la ley 575 del 2000.  
Nota 2: la segunda sanción se encuentra en la ley 1959 de 2019 por la que se modifica el artículo 











          En cuanto a las casas refugio, principalmente se identificó que en cada país existen 
institutos específicos para que las mujeres puedan acceder, en este caso Colombia y Chile 
cuentan con un proceso similar, pues, en Chile, deben realizar primeramente un proceso por 
la fiscalía y los tribunales de familia para avocar una medida de protección que permite su 
ingreso a las casas de acogida, por su parte, en Colombia, la mujer puede ingresar una vez 
cuenta con una medida de protección expedida por Comisaría de Familia, Jueces de familia 
o de Control de Garantías.  
En España y México, existe un sistema de ingreso similar entre estos países, puesto 
que en España cada comunidad autónoma cuenta con un Instituto de la Mujer que las 
vinculan con estos centros y, en México, a parte del Instituto Nacional de la Mujer, hay 
otros centros de atención para las mujeres víctimas de violencia que se encargan de 
remitirlas a un centro de protección, por ende en este país las mujeres poseen más espacios 
con los que se pretende garantizar su acceso a la justicia.    
Dicho esto, se pudo identificar que hoy en día, Colombia es el país con menos casas  
refugio puesto que cuenta con 24 casas reconocidas dentro de todo el país, éstas admiten 
mujeres mayores de 18 años y a sus hijos menores de edad, la instancia en estos sitios es de 
tres a seis meses, de forma similar, en Chile existen 43 casas de acogida, pueden ingresar 
mujeres mayores de 18 años, con algunas excepciones entre 15 y 17 años y los menores a 
su cargo, y pueden permanecer ahí de tres a seis meses.  
Por su parte, México y España son los países donde existen más de estos espacios, 
considerando que en México no solo hay 65 refugios para las mujeres, sino también 4 casas 
de emergencia y 5 casas de transición. En este caso, a todas ellas acceden mujeres mayores 
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de 18 años o, excepcionalmente, menores de edad con autorización, junto con sus hijos 
menores de edad; estos centros están organizados de tal forma que el primer lugar de 
acceso para la mujer pueden ser las casas de emergencia, donde tienen la posibilidad de 
permanecer por 72 horas, posteriormente, si así lo deciden ingresarán a los refugios, los 
cuales cuentan con una instancia de 3 meses o más y, por último, las casas de transición, un 
espacio creado para que las mujeres terminen de construir su proyecto una vez egresan del 
refugio, por un lapso máximo de un año.   
 España al igual que México, tiene tres centros de atención a las víctimas, el primero 
de ello son los centros de emergencia, de los cuales actualmente hay 60 en todo el país y 
brindan una atención por mínimo 24 horas o máximo dos meses, luego si desean continuar 
con el proceso entran a una de las 84 casas de acogida, en este no se especifica el tiempo de 
estadía, pero, si la mujer siente que no ha culminado su proceso se ofrecen 99 pisos o 
viviendas tuteladas, que al igual son albergues temporales y su duración es de 18 meses 
máximo.  
         Respecto a la asistencia terapéutica que se brinda en los cuatro países 
iberoamericanos es similar, se ofrece un acompañamiento interdisciplinario donde se 
trabaja conjuntamente con abogados, psicólogos, trabajadores sociales y médicos; si bien se 
da un trabajo en conjunto con otras disciplinas, las labores realizadas por los psicólogos en 
las casas refugio en Colombia no es tan específica como en México, Chile y España, pues, 
contrario a lo que ocurre en estos tres países, en Colombia hacen mención de una 
intervención psicosocial, más no se delimita que sea un profesional en psicología el que 
brinde este servicio.    
81 
El trabajo que realiza el psicólogo dentro de estos centros de protección en los 
cuatro países está orientado al fortalecimiento de la autoestima, autonomía y la toma de 
decisiones, eliminando los sentimientos negativos de la mujer y fortificando su inteligencia 
emocional, para que así, puedan superar los hechos de violencia y decidan realizar un 
nuevo proyecto de vida. Adicionalmente, los cuatro países, otorgan este tipo de atención a 
los hijos o menores de edad que ingresan con las mujeres, en Colombia se enfoca en el 
mismo plan de intervención que se le brinda a las mujeres; de forma similar, en España, 
pretenden que la atención les ayude a superar los hechos de violencia, fortalezca su 
autoestima y generen habilidades de resolución de conflictos. 
  De forma similar con los dos países anteriormente mencionados, Chile realiza un 
trabajo psicoeducativo con los menores de edad enfocado en la resolución de conflictos, los 
roles sociales y su inteligencia emocional; por su parte, México únicamente enfoca la 









Tabla 3.  
Modelo de atención psicológica en las casas refugio o casas de acogida de Colombia, Chile, 
México y España para las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar. 
Tema Colombia Chile México España 
Objetivo 
Busca que la 
mujer y sus hijos 
reconozcan y 
desnaturalicen el 
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Personas a las 
que se dirige la 
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Mujeres víctimas 
de violencia e 
hijos 
Mujeres víctimas 
de violencia e hijos 
Mujeres víctimas 
de violencia e 
hijos 
Mujeres víctimas 
de violencia de 
género, hijos o 
menores de edad 
a cargo de la 
mujer 
     
Dentro de la asistencia social, el objetivo principal es la incorporación de la mujer 
en el mundo laboral, vigorizando la autonomía económica y sus redes de apoyo, lo cual es 
desarrollado por un profesional de trabajo social tanto en México, España y Chile, caso 
contrario de Colombia, que al igual que sucede con la atención terapéutica, solo se sugiere 
que esto sea realizado por un profesional psicosocial. Igualmente, desde esta área, en los 
cuatro países se vincula tanto a las mujeres como a sus hijos a instituciones educativas para 
comenzar o continuar su formación académica; de hecho, México no sólo vincula a las 
usuarias a programas de formación, sino que dentro del mismo centro se desarrollan 
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Asimismo, se evidenció que además se brinda una atención para garantizar el 
bienestar de la usuaria, en este caso, de los países en cuestión solamente México cuenta con 
profesionales para brindar este tipo de atención dentro de la mismas casas refugios, por lo 
cual los profesionales médicos se encargan de la recuperación física de las secuelas de la 
violencia y de  generar programas de prevención y promoción en la salud de las usuarias; 
en contraste, los tres países restantes otorgan este servicio al vincular a las féminas y a sus 
hijos con instituciones de salud.   
Tabla 5 
 Asistencia médica que brinda Colombia, Chile, México y España a mujeres víctimas de 
violencia intrafamiliar en las casas refugio o casas de acogida 
Asistencia 
médica 
Colombia Chile México España 
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violencia 
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que se dirige la 
atención 
Mujeres Mujeres Mujeres e hijos Mujeres 
 
Finalizando con los hallazgos de la asistencia integral que brindan estos espacios a 
las mujeres, en los cuatro países los abogados realizan un acompañamiento y asesoramiento 
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legal, representando a las mujeres en los procesos y promoviendo en ellas su 
reconocimiento como sujetos de derechos, con el fin de no volver a ser parte del ciclo de la 
violencia; de hecho, se pudo observar que para estos países la atención y acompañamiento 
desde el área jurídica es de suma importancia.  
Tabla 6 
 Asistencia jurídica que brindan en las casas refugio o casas de acogida de Colombia, Chile, 
México y España a mujeres víctimas de violencia intrafamiliar.  
Asistencia 
jurídica 
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 Por ende, teniendo en cuenta lo anterior dentro de la revisión documental se 
encuentra que en los cuatros países se realiza una atención integral y multidisciplinar que 
busca cesar no solo los episodios de violencia en mujeres sino también a los menores a su 
cargo, además de, brindar espacios y herramientas para que las féminas al egresar de las 
casas de acogida posean con nuevas habilidades personales para desempeñarse en su 
entorno público y privado. 
 Análisis y Conclusiones 
  Antes de abordar los beneficios psicológicos y sociales de los centros de protección 
para las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar y a razón de la incidencia en el 
funcionamiento de estos centros, es necesario analizar y comparar los hallazgos de las 
políticas públicas de cada país. En primera instancia y como se pudo observar en la Tabla 1, 
cada país cuenta con leyes para sancionar, prevenir y erradicar la violencia intrafamiliar y, 
de hecho, al reconocer a la mujer como el principal sujeto afectado dentro de este tipo de 
violencia se desarrollan medidas especiales para su protección. Con esto, se puede señalar 
que cada país ha cumplido con las disposiciones de la Convención sobre la Eliminación de 
la Violencia Contra la Mujer y, sobre todo, han generado planes de tratamiento e 
instalación, a fin de incentivar su seguridad y bienestar físico y psicológico. 
De lo anterior, cabe mencionar que si bien cada nación ha adoptado medidas para 
sancionar la violencia intrafamiliar y, con especial énfasis en la protección a la mujer (que 
es parte del eje central de esta investigación), parece ser que éstas se han quedado cortas al 
momento de ser aplicadas, pues, tal como señala la Organización de las Naciones Unidas 
(2006), cada país ha desarrollado planes de acción evidentemente acertados y 
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prometedores, pero, aunque esto evidencia un compromiso político aún existen falencias en 
su aplicación, como lo es la adopción de medidas sistemáticas para dar un cumplimiento 
efectivo a sus propuestas. Lo cual se puede observar en la realidad colombiana, al recordar, 
que dentro de este trabajo se hizo mención de que existen problemas en la articulación de 
las instituciones que coordinan el ingreso de las féminas a las casas refugio.  
Situación que también parece ocurrir en Chile, al tener en cuenta el informe de la 
Fundación Instituto de la Mujer (2016), donde se señala que debido a las falencias de 
articulación en la entidades que reciben las denuncias por violencia doméstica, en muchas 
ocasiones no se culmina el proceso para expedir una medida de protección a favor de la 
mujer y, en consecuencia, la víctima queda desprotegida; aún más, al tener en cuenta los 
hallazgos del presente trabajo de grado, esto resulta ser un aspecto importante al ser un 
procedimiento primordial en el caso que la fémina requiera ingresar a una casa de acogida. 
En España podría ocurrir algo similar, pues, al tener presente que cada comunidad 
autónoma acorde a la ley desarrolla sus propios protocolos de atención para las mujeres 
víctimas de violencia de género o violencia machista, no existe una articulación entre las 
instituciones que brindan estos servicios, pues, aunque estos son similares no hay una 
homogeneidad y en efecto, ocasiona inequidad en los servicios dirigidos hacia las mujeres y 
va en contra de las medidas fundamentales para erradicar todas formas de violencia y 
discriminación contra las mujeres. Caso contrario, se presenta en México, pues, aunque 
cuenta con un sistema de gobierno federal, la norma general señala que cada entidad 
federativa debe acoger los lineamientos de atención desarrollados por las instituciones 
especializadas en la recepción de mujeres víctimas de violencia.  
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En este orden de ideas, a partir de las cifras que fueron expuestas en apartados 
anteriores del documento sobre la violencia intrafamiliar contra la mujer en cada país, se 
observa que aunque las leyes pretendan garantizar una protección para la mujer, aún se 
sigue presentando un números significativos de agresiones contra ellas y, por ende, también 
es un aspecto que refleja que la ejecución de las mismas en los cuatro países continúa 
siendo deficiente, lo que también es señalado en un informe mundial sobre la violencia 
contra la mujer, en el que la Organización de las Naciones Unidas (2016), indicó un desfase 
entre lo impuesto en la normas para dar solución a esta problemática y su aplicación; por 
ello en un Informe sobre la situación mundial de la prevención de la violencia 2014, se 
reclama ampliar los programas de prevención de la violencia en todos los países; 
reforzando la legislación y la aplicación de las leyes destinadas a prevenir la violencia 
Organización Mundial de la Salud (2014). 
Además, cabe resaltar que aunque Colombia es el país con más abordaje en el tema 
desde el campo de jurídico, podría creerse que en comparación con Chile, México y 
España, es el país con planes de acción más eficientes, no obstante, se presentan grandes 
vacíos en la formulación y, aún más, en la ejecución de proyectos para la protección de la 
violencia intrafamiliar contra la mujer, incluso, un informe del Examen Periódico Universal 
(EPU), del año 2018, indicó que Colombia continúa en deuda con la protección de los 
derechos de las Mujeres.   
 Ahora bien, en cuanto a las casas refugio o casas de acogida, se evidenció que cada 
país formula una atención integral que resulta similar; compuesta por un grupo 
interdisciplinar y, que en el caso de México, España y Chile se señala que este equipo es 
conformado por psicólogos, médicos, trabajadores sociales y abogados; contrario de 
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Colombia, que no delimita dentro su protocolo de las casas refugio, que profesional se 
encarga de brindar la atención en cada fase del plan de intervención que plantea. De lo cual 
se puede señalar que, la atención brindada en estos espacios pretende cumplir con los 
derechos a servicios en salud, psicología, asesoramiento jurídico y acceso a la educación 
que deben ser otorgados a las mujeres víctimas de violencia (Organización Panamericana 
de la Salud, 2011).  
Dentro de la atención integral que Chile y México ofrecen consideran importante 
brindar espacios re-educativos para el hombre, pues en estos países se considera que no es 
suficiente alejar a la víctima de su agresor sino también trabajar con los agresores. Siendo 
así, en México con el Programa de reeducación para víctimas y agresores de violencia de 
pareja, trabajan en la masculinidad, la resolución de conflictos, control de la ira y relaciones 
interpersonales del hombre. Por otro lado, en Chile con el Centro para Hombres que 
Ejercen Violencia de Pareja ofrecen este servicio para aquellos que deseen acceder 
voluntariamente o cuando son remitidos por un tribunal; allí se brinda una atención psico-
socio-educativa para disminuir y prevenir la violencia en contra de la mujer (SERNAMEG 
y Ministerio de la Mujer y equidad de Género, Consultado el 11 de junio de 2020). 
Lo anterior, si bien no hace parte de nuestro objetivo de investigación, es oportuno 
resaltarlo, porque al ser un modelo de atención que otorga espacios para la rehabilitación 
y/o reeducación de los agresores, ocasiona mayores posibilidades para romper el ciclo de  
la violencia y es un elemento preventivo vital dentro de las políticas públicas para erradicar 
la violencia (Sordi, 2015); además, esto permite reconocer que el fenómeno de la violencia 
es un problema de salud pública y, por ende, no solo se requiere medidas de protección sino 
de prevención tanto para la víctima como para el victimario.  
91 
          Adicionalmente, dentro de los lineamientos de las casas refugio se pudo identificar la 
implementación de modelos y protocolos para la atención psicológica a mujeres víctimas de 
violencia intrafamiliar dentro de cada país, donde se explica la atención que debe ser 
brindada por los profesionales para un proceso más óptimo y satisfactorio y, a partir de 
ellos se observa que cada país implementa modelos de atención desde el enfoque de 
derechos, diferencial y de género, ajustándose a los principios básicos Convención sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer.    
 Conjuntamente, como se puede observar en la tabla 3, en los cuatro países se brinda 
una atención psicológica principalmente orientada a la superación de los hechos de 
violencia, el fortalecimiento de la autoestima y autonomía de la mujer y su empoderamiento 
y, de forma similar, en México y España, a parte de los aspectos mencionados 
anteriormente se pretende desarrollar en la mujer habilidades para la resolución de 
conflictos y, en Chile, la inteligencia emocional. De esto se puede evidenciar que todo ellos 
realizan una intervención primaria con el fin de resarcir los efectos de la violencia vívida y, 
posteriormente, este proceso se fortalece enfocándose en generar nuevas habilidades en las 
femeninas, es decir que, también existe un modelo preventivo dentro de la asistencia 
psicológica.  
 Lo anterior, concuerda con lo que se ha planteado como un aspecto importante 
dentro de la atención con víctimas: la recuperación psicológica de los hechos de violencia, 
aún más, cuando se ha discutido que la importancia de este tipo de atención en esta 
población radica también en, reducir la posibilidad de que la víctima se convierta en 
victimario (Romero y Amar, 2009). Es así como la víctima se vuelve eje principal en la 
intervención realizada por el psicólogo, trabajando en miras de que la mujer pueda 
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identificar los hechos ocurridos, valide y conozca lo que vivió y enfrentó, para que así 
después el profesional pueda conectarla con personas que la hagan sentir segura y 
protegida, creando un sistema de apoyo y la víctima se concentre en las demás áreas de su 
vida en las que tiene que trabajar López (2009); lo que a su vez concuerda con La 
Organización Mundial de la Salud (2014), quien señala que para la reducción de traumas 
psicológicos en las víctimas es importante impedir que vuelvan a participar en  actos 
violentos, proporcionándoles atención y apoyo. 
Además, otro factor dentro de los centros de protección, es que todos brindan 
atención psicológica a los hijos o menores de edad que acompañan a las femeninas, este era 
un factor que no se esperaba encontrar dentro del proceso de investigación, pero se 
considera esencial teniendo en cuenta que se ha considerado, tal como lo expusieron 
Modóvar y Úbeda (2017), que aquellos  infantes que viven y/o observan la violencia 
intrafamiliar son propensos a desarrollar problemas físicos y psicológicos, incrementar 
patrones de conductas disruptivas y/o repetir estas dinámicas agresivas en las relaciones 
que construyen en su adultez.  
        Respecto a la atención social, desglosada en la tabla 4, tanto en México y Chile se 
prioriza el fortalecimiento o creación de redes de apoyo de la fémina, lo cual resulta un 
pilar fundamental en el desarrollo social de la mujer, debido a que puede encontrar apoyo 
en otros y retomar su vida. Ya dentro de los cuatro países, a fin de generar una autonomía 
económica y personal, el trabajador social vincula a la usuaria con una entidad laboral y, así 
mismo, con entidades educativas a fin de garantizar el acceso o continuación de la 
formación tanto de las mujeres como de sus hijos.  
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 En cuanto a las finalidades de la atención ofrecida por el área mencionada 
anteriormente, el fortalecimiento de las redes de apoyo resulta esencial no solo por el apoyo 
que la mujer puede encontrar en los otros, sino porque el contacto con familiares o amigos 
puede mejor la capacidad de la persona para superar eventos traumáticos; por ello la 
estabilidad de la red social personal es esencial para el bienestar psicosocial de la misma 
(Servicio Nacional de la Mujer, 1994); no obstante, dentro de ello, resulta necesario tener 
presente que usualmente las redes de apoyo que se tienden a promover son las familiares, 
pero, precisamente es allí donde menor apoyo perciben las mujeres, puesto que, la violencia 
intrafamiliar y, aún más la de pareja, tiende a ser normalizada por factores culturales o 
creencias de los mismos familiares (Estrada, Herrero y Rodríguez, 2010).   
 Otro de los ejes de atención identificados, de la tabla 5 sobre la asistencia médica, 
los cuatro países buscan resarcir los daños físicos de la violencia en pro del bienestar de la 
víctima y, de hecho algo a resaltar en México, es que dentro de los mismos centros, los 
profesionales médicos desarrollan programas de promoción en salud. Al tener en cuenta los 
tres servicios mencionados párrafos arriba, desde las casas de acogida o casas refugio, se 
vela entonces por el bienestar mental, físico y social en la usuaria, una tríada que acorde al 
Ministerio de Salud (1997), genera una asociación positiva, pues, la satisfacción de 
necesidades básicas, disminuye los factores estresantes de los individuos.  
 Finalmente, la tabla 6, referente a la asistencia jurídica se identificó que en los 
cuatro países se enfoca en el asesoramiento y acompañamiento legal de las féminas; de 
hecho, en México y España, también se vinculan con entidades jurídicas que apoyen su 
proceso legal y, de forma particular en Colombia, se gestionan los documentos de 
identificación personal cuando la mujer y/o sus hijos no cuentan con ellos. De lo que se 
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puede aludir que todos los centros de protección otorgan una atención con enfoque de 
derechos, ya que, promueven y protegen los derechos de las usuarias a través del 
asesoramiento y facilitan el acceso de las mismas al sistema de justicia (Secretaría de 
Integración social, 2015).  
Dicho esto, si bien se pudo observar que todos los países tiene como eje 
fundamental brindar una atención integral a la mujeres, parece necesario brindar una 
asistencia desde la psicología jurídica, puesto que, al realizar un análisis de la atención 
desde este campo de aplicación y aún más de la labor del psicólogo junto con las víctimas, 
más allá de generar programas de intervención adecuados para esta población, cumpliría un 
rol esencial en acompañarla dentro del proceso judicial y velar porque este sea más 
humanizado.  
          Ahora bien, conociendo el trabajo realizado por los profesionales, se debe tener en 
cuenta que el proceso requiere persistencia y acompañamiento continuo, pues, resulta 
necesario trabajar constantemente en dos ámbitos, primero, en crear redes de apoyo, en 
generar una independencia económica y sanar las agresiones físicas hechas por el agresor, 
esto resulta menester de sanar, para posteriormente pasar al segundo ámbito, el cual 
consiste en realizar un nuevo proyecto de vida, no dejando a un lado las secuelas de lo 
vivido, sino aprendiendo de ello y construyendo un nuevo porvenir; también mermado los 
episodios traumáticos. 
Incluso, dentro del proceso de investigación se evidenció que México y Chile son 
los únicos  países que articulan dentro de sus lineamientos de atención la realización de un 
seguimiento al proceso de las usuarias cuando egresan de los refugios, esto es primordial no 
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solo porque identifica los avances individuales de la fémina sino porque el seguimiento 
permite crear un sistema de información que dé cuenta de los alcances de las leyes y sus 
aspectos a mejorar, lo cual es también es señalado por la Organización Panamericana de la 
Salud (2011).  
           Por otra parte, el acompañamiento que intenta contribuir con el trabajo de la víctima 
para generar un nuevo proyecto de vida, resalta el quehacer del psicólogo, pero no resta 
importancia a la labor desempeñada por los demás profesionales, a saber, ambos ámbitos 
son fundamentales en la recuperación de la víctima. Pues, el papel desempeñado por el 
psicólogo intenta sanar e intervenir a profundidad en las secuelas dejadas por los hechos 
violentos, el dejar en la víctima la capacidad de duda y cuestión frente a lo sucedido, 
logrando un cambio de esquemas y aprendizajes sobre las relaciones personales, haciendo 
énfasis en la importancia que conlleva el cuidado de la salud mental y emocional en casos 
de vulneración a su persona y sus derechos.  
          Para concluir, el fin último de la labor ejecutada por el profesional en psicología es 
poder  generar mayores impactos de intervención y favorecer tanto los procesos de 
superación como la adquisición de habilidades en la usuaria, estimulando el trabajo sobre sí 
misma, para que sea ella quien posibilite (al finalizar su proceso) la elección de un nuevo 
proyecto de vida, donde decida, en primera instancia, salir del ciclo de violencia (con ayuda 
externa), así como una sensación de acogida, la cual mitigue su condición de desprotección, 
para de esta manera generar en las mujeres una autonomía e independencia, que le permita 
abrir un horizonte de posibilidad donde su elección no esté condicionada por el miedo, sino 
por su propia historia y su propio criterio.  
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         Además, es esencial fortalecer la labor del psicólogo jurídico dentro del proceso que 
realiza la mujer, para huir del ciclo de la violencia, puesto que puede entrar en proceso de 
victimización secundaria, es decir, a causa del procedimiento dentro del sistema legal se 
llegó a brindar un mal servicio o una atención inadecuada a la víctima; por lo que acorde 
con Beristain (1996) (citado por Gutiérrez de Piñeres, Coronel y Pérez, 2009) posiblemente 
cause un deterioro en el estado físico y psicológico de la mujer por insensibilidad e 
incomprensión.  
        El psicólogo jurídico puede ser quien muestre perspectivas y posibilidades de vida 
para la mujer, siendo ejecutor de intervenciones pertinentes para que la mujer culmine con 
su relación maltratante (Sánchez, Baena, Montoya y Fernández, 2013) y, de igual forma, el 
trabajo interdisciplinar que podría desarrollar con los abogados que hacen parte de estos 
centros de protección garantiza una intervención más eficaz y en el reconocimiento de las 
mujeres de sus derechos, no solo dentro del sistema legal sino dentro de su vida pública y 
privada.  
En suma, con esto, una intervención psicojurídica favorece la compresión del 
trabajo con las víctimas como sujetos de derechos y se desliga la concepción de brindar una 
atención desde un enfoque de asistencialismo, por el contrario, entiende que el fin último de 
la misma debe ser como se dijo anteriormente, lograr la autonomía de las mujeres y el 
cierre a los ciclos de violencia. 
          Finalmente, es importante resaltar que para futuras investigaciones sería apropiado 
trabajar con las usuarias para conocer la percepción que tienen del proceso que se lleva a 
cabo dentro de las casas refugio, qué tipo de atención recibieron allí y qué sucedió con ellas 
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después de culminar su tiempo de acogida, así como, enfocar un estudio sobre la opinión de 
la ciudadanía y las usuarias en cuanto la importancia de contar con estos centros de 
protección. 
         De la mano con el párrafo anterior, es crucial conocer cuál es la información que se 
otorga a las mujeres antes de ingresar a estos centros, cómo se les suministra la información 
y la forma de enterarse de la existencia de las casas refugio, esto debido a la importante 
tarea de masificar la información brindada por las instituciones encargadas de prestar estos 
servicios y que de hecho es posible agrandar el margen de vociferación a las líneas 
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